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1. Crisis nacional 
1.1. Discurso del Señor Presidente Constitucional de la República 

José Napoleón Duarte ante la Cámara Americana de Comercio 

Discurso del excelenUsimo Señor Presidente Constitu­
cional de la República, José Napoleón Duarte, ante la 
Cámara Americana de Comercio, Hotel Camino Real, 
febrero 12 de 1987_ 

Los tiempos de crisis y de adversidad son tiempos 
de incertidumbre_ Los tiempos de incertidumbre son 
tiempos de reflexión_ Los tiempos de reflexión condu­
cen a nuevos conceptos y los nuevos conceptos a la bús­
queda práctica de nuevas alternativas_ Nosotros vivi­
mos en El Salvador estos tiempos y estos tiempos son 
momentos decisivos en nuestra historia_ 

En momentos como estos hay que reevaluar nues­
tros valores, nuestras creencias y nuestros conoci­
mientos a la luz de las nuevas demandas y las nuevas 
realidades que están creando esas demandas_ 

Las realidades que están creando las nuevas de­
mandas son múltiples y variadas_ No vaya entrar en 
esta ocasión a hacer un análisis integral, sino quiero 
enfatizar solamente aquellas realidades y aquellos 
principios filosóficos que han conducido a mi gobier­
no a diseñar e impulsar la política económica que en­
frenta la crisis de nuestra sociedad_ 

La poUtica económica de mi gobierno ha sido una 
polttica de manejo de crisis, ha sido, por lo tanto, una 
polttica sujeta a coyunturas y variables aleatorias de 
naturaleza e:dra-económica, que no favorecen un es­
quema económico ortodoxo_ Los viejos tiempos de la po­
lítica económica han pasado. Hoyes tiempo de escri­
bir una nueva política económica que responda a las 
nuevas realidades, la historia de las políticas econó­
micas es la historia de sus cambios en tiempos de cri­
sis. La teona económica clásica fue la respuesta a los 
nuevos fenómenos de la industrialización europea. El 
keynesianismo fue la respuesta a la gran depresión 
de los aftas treintas. El enfoque cepalino fue la respues­
ta al agotamiento de los modelos agroexportadores en 
América Latina. Hoy todas esas teonas y modelos de 

desarrollo económico también están en crisis. No es 
fácil recurrir a conceptos establecidos y políticas con­
sabidas. En diversos países del mundo -independien­
temente de su sistema social- los esquemas econó­
micos están sujetos a la revisión y el cambio. 

La política económica de mi gobierno ha estado 
también sujeta a cambios, no por hacer cambios sin 
sentido y finalidad, sino para hacer cambios que va­
yan en mejona del país. Los cambios modifican pa­
trones tradicionales y generan actitudes a veces de 
rechazo, pero estas actitudes son las expresiones de 
adaptaciones a los cambios. Los principios filosóficos 
de la política económica son varios. Haré una enume­
ración suscinta de cada uno de ellos. Para que 
comprendamos mejor el marco conceptual de la 
política de mi gobierno. 

1. El bien común de nuestra sociedad nos conduce 
a reconocer que el bienestar de cada uno depende de la 
cooperación de los demás, y la cooperación de los de­
mas depende de su bienestar. Sin cooperación y sin 
bienestar, ninguno de nosotros puede tener una vida 
satisfactoria según sus necesidades y deseos de supera­
ción. La crisis que el país ha estado viviendo y que to­
davía continúa viviendo, es la más clara demostra­
ción que sin cooperación, sin bienestar y sin solidari­
dad la vida en El Salvador es más difícil, es más des­
ventajosa y es más adversa. 

La cooperación y la solidaridad producen benefi­
cios mutuos, y los beneficios mutuos satisfacen las ne­
cesidades de los grandes agregados sociales. Esta sa­
tisfacción ayuda a caminar hacia la democracia, la 
libertad y la paz. Y lo que todos los salvadoreños desea­
mos es precisamente democracia, libertad y paz. 

2. La democracia, la libertad y la paz se han puesto 
en entredicho en nuestro país porque nuestras institu­
ciones y nuestras leyes han favorecido tradicional­
mente a los salvadoreftos más aventajados por la natu­
raleza y la fortuna socio-económica. Lo que aquí nece-
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sitamos entonces, para que esto no sea motivo princi­
pal de resentimientos y lucha social innecesaria, es 
transformar substantivamente nuestras actitudes 
mentales y nuestras formas de ·conducta según sanos 
principios de justicia social. Esta transformación de­
be de partir de una amistad cívica y una solidaridad 
social fundamentada en la idea de no obtener mayo­
res ventajas a menos que esas ventajas beneficien 
también a los demás. A esto llamamos justicia social, 
la justicia social reconoce las diferencias de posición, 
pero las asume como un modo de beneficiar a todos. 
Así los intereses individuales y particulares no se con­
traponen, ni destruyen el bien común. 

3. La idea principal aquí es, entonces, la de que to­
dos entremos en una cooperación mutuamente venta­
josa, según principios básicos de justicia, para que ca­
da quien reciba lo que razonablemente le corresponde 
como parte de un trabajo compartido con los demás. Te­
nemos que reconocer que sin trabajo compartido tam­
poco hay reactivación económica y que sin reactiva­
ción económica todos salimos peIjudicados. 

4. Los más beneficiados socioeconómicamente en 
El Salvador deben de contribuir más que los menos be­
neficiados a la superación de la crisis que vivimos. 
Este es un sano principio de justicia para que nuestra 
sociedad sea menos proclive a la crisis y la violencia. 
Esto es precisamente lo que necesitamos, por que la ex­
periencia nos ha enseñado que con crisis y con violen­
cia se vive más mal que bien. La crisis y la violencia 
contribuyen al mal-estar de nuestra sociedad y no a su 
bien-estar. 

5. Contribuir más cuando más se puede significa 
disminuir los impactos de las arbitrariedades de la 
naturaleza y de las contingencias de la fortuna social 
para tener una sociedad más equilibrada y menos po­
larizada. Estas arbitrariedades y estas contingencias 
son condiciones que favorecen los desequilibrios so­
ciales y las inquietudes económicas. Es una arbitra­
riedad de la naturaleza que unos nazcan sanos y otros 
enfermos, que fenómenos como la sequía y el terremo­
to afecten más a unos que a otros. Sin embargo, no de­
bemos olvidar que estas arbitrariedades naturales son 
más intensas en unos que en otros como consecuencia 
de las contingencias de la fortuna social y económica. 
Los mejor dotados socio-económicamente pueden so­
portar mejor las arbitrariedades de la naturaleza. Sin 
embargo, podemos afirmar que en conjunto, estas ar­
bitrariedades y contingencias no son en sí mismas 
justas, ni injustas. Podemos asumir que estos son he­
chos, datos de realidad. Lo que ciertamente es justo o 
injusto, es la forma, el modo y la manera como las ins­
tituciones de la sociedad enfrentan hechos y trabajan 
por su continuación o su eliminación. Esto es así por­
que las instituciones que forman los sistemas socio­
económicos no son un orden inmutable y eterno, más 
allá de nuestro control, sino que en esencia son un 
orden creado por nuestras propias acciones, nuestras 
propias aociones pueden escoger un orden de justicia 
en que todos compartimos nuestro destino, o un orden 
injusto en el que las diferencias se ahondan y los de­
sequilibrios se profundizan, polarizando inequitativa­
mente a la sociedad. 

Los principios que antes he señalado operan según 
laS circunstancias. Las circunstancias pueden defi­
nirse como las condiciones bajo las cuales la coopera­
ción entre todos los salvadoreños es posible y necesa­
ria . 
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Hay que reconocer que en El Salvador la coopera­
ción para ventaja mutua está marcada por el conflicto, 
pero también por la identidad de intereses. En esto te­
nemos que entender que no debemos, ni podemos sobre 
valorar el conflicto por sobre la identidad de nuestros 
intereses. 

Existe identidad de intereses entre todos los salva­
doreños porque la cooperación para la ventaja mutua 
hace posible que tengamos una vida mejor, mejor que 
la que podríamos tener por un esfuerzo individual y 
aislado. 

Existe también un conflicto de intereses porque no 
somos indiferentes respecto a la distribución de los be­
neficios ya que cada quien persigue sus propias fma­
lidades buscando compartir la mayor parte de los be­
neficios. Sin embargo, el conflicto de intereses puede 
aumentarse o disminuirse, en favor o en contra de la 
identidad de intereses, según sea nuestra actitud psico­
lógica. Nuestra actitud psicológica es básica para en­
tender que los beneficios mutuos reditúan más en el 
mediano y largo plazo que los beneficios individuales 
inmediatos. Esta es una regla que ha gobernado la his­
toria y nos parezca o no, ha marcado la naturaleza de 
la crisis que hoy padecemos. Por eso los invito a que 
meditemos sobre estas reflexiones y sobre estos prin­
cipios para modificar nuestras actitudes en beneficio 
de todos. El beneficio de todos es siempre nuestro bene­
ficio, pero nuestro beneficio exclusivamente particu­
lar no es el beneficio de todos. Aquí están las causas 
de la crisis y de las formas de violencia. 

Si comprendemos bien estos principios y actuamos 
en consecuencia, entenderemos que la polftica econó­
mica de mi gobierno no es una política antiempresa­
rial, sino una política de beneficio nacional. El bene­
ficio nacional pasa por el beneficio de la empresa pri­
vada, pero el beneficio exclusivo de la empresa priva­
da no lleva automáticamente al beneficio nacional. 
Por eso, la política económica de mi gobierno, en la 
que se inscribe la política tributaria no es una política 
contra la empresa privada, sino una política que busca 
el beneficio de todos los salvadoreños. 

Tan es cierto que la polftica económica no es con­
tra la empresa privada, que les puedo decir, a manera 
de ejemplo: que los créditos al sector privado han 
aumentado de !/3.321.9 millones en 1984 a !/5.107.6 
millones en 1986, es decir, un aumento de más del 
80%, hemos refmanciado el café, subsidiado el algo­
dón y la caña de azúcar, impulsado la ganadería, he­
mos refinanciado la industria, evitando las quiebras 
empresariales, estamos incentivando la exportación y 
recientemente hemos firmado un acuerdo con Guate­
mala, que permitirá el libre comercio en monedas na­
cionales con el fm de vigorizar el mercado y abrir nue­
vos métodos de intercambio, que produzcan beneficios 
a nuestro país. 

En la misma forma, todas las polfticas para corre­
gir los desequilibrios macro-económicos han estado 
inspirados en los principios expuestos. Son estos prin­
cipios los que deben ser materia de discusión. Los de­
más son detalles técnicos y no debemos perdernos en 
el árbol sin considerar la importancia del bosque. 

En base a estos principios quiero hacer un llamado 
para una mejor funcionalidad de la sociedad salvado­
reña. Es un hecho que nuestra sociedad está confor­
mada por varios sectores con intereses diversos. Para 
que exista un mutuo beneficio ventajoso para todos es 

ESTUDIOS CENTROAMERICANOS (ECA) 

Digitalizado por Biblioteca "P. Florentino Idoate, S.J." 
Universidad Centroamericana "José Simeón Cañas"



importante que cada sector desempeñe la función que 
primordialmente le corresponde. Si esto es así, los 
principos de justicia son más fácilmente realizables y 
nuestra sociedad podría vivir en forma más armóni­
ca y pacífica. 

No cabe duda de que a la empresa privada le toca la 
tarea de poner en funcionamiento el aparato producti­
vo. Le toca fundamentalmente producir para generar 
los bienes y servicios que El Salvador necesita. En 
esta labor la especificidad de su tarea es una parte del 
bien común. Es indudable que el bien común no se lo­
gra sin los bienes parciales, pero también es induda­
ble que equiparar el bien parcial al bien total, no sola­
mente es una deficiencia ética porque genera los re­
sentimientos que la injusticia produce y es una defi­
ciencia práctica porque los resentimientos producen 
efervescencia social y la efervescencia social produce 
incertidumbre y con incertidumbre el aparato produc­
tivo no produce lo que podría o debería producir. 

En razón de esto, la empresa privada no debería de 
distraer sus esfuerzos, sus conocimientos y su talento 
en tareas que no le son propias. La empresa privada 
no es una entidad política. La política es tarea de to­
dos, pero lo es según la especificidad de cada quien. 
La empresa privada hace una buena política cuando 
contribuye a que la sociedad salvadoreña sea más jus­
ta y ordenada según lo que le es propio: producir, gene­
rar empleos, invertir, ampliar mercados, diversificar 
la oferta y la demanda, etc. Sin embargo, la empresa 
privada hace una mala política cuando desde sus inte­
reses específicos quiere asumir la dirección general 
de la sociedad. 

La dirección general de la sociedad es la tarea 
principal de los políticos, es decir, de aquellos que han 
asumido como propio el bienestar de los demás, de 
aquellos que han hecho de su vida un servicio al bien 
común. Por eso la política y los políticos no pueden ple­
garse a los intereses especiales de ningún grupo espe­
cífico. Los políticos respetan estos intereses, pero los 
armonizan con los intereses de los demás. Si no lo 
hacen dejan de cumplir su función, los intereses par­
ciales hacen suya la dirección política y más tempra­
no que tarde la sociedad entra en crisis. Por eso el 
estado no debe de ser un ente productor, sino un ente 
director, porque esa es su función y su especificidad. 
Es tarea del estado velar por que la empresa privada 

cumpla su función, pero no es tarea del estado substi­
tuirla, como no es tampoco tarea de la empresa priva­
da substituir al estado. 

Por eso cuando hemos presentado la reforma fis­
cal, es porque esta política asume la tributación no 
solamente como una cuestión contable, como un sim­
ple manejo de ingresos y egresos, sino y principalmen­
te como una obligación ética y social, esta obligación 
consiste en reconocer que se tiene el deber de contri­
buir, según sean las capacidades de cada quien, al 
bienestar de todos. Al bien común de los salvadoreños, 
al bien que por su cantidad y calidad es mayor que 
cualquier otro bien individual o sectorial en El Sal­
vador. 

Permítanme ahora presentar a la nación desde es­
te foro, las reformas que mi gobierno ha enviado a la 
Honorable Asamblea Legislativa este día, relaciona­
das con el impuesto de renta y patrimonio. He declara­
do en diferentes oportunidades que en materia de sus­
tancia filosófica e ideológica, no retrocederemos en la 
reforma fiscal ni en ninguna otra, pero he dicho que 
podemos corregir todos aquellos vacíos de carácter téc­
nico que tuvieran las leyes. 

Me he reunido con diferentes sectores y miembros 
de la empresa privada, con profesionales de todas las 
disciplinas, con universidades, con sectores sociales 
y he escuchado sus diferentes puntos de vista, hemos 
recibido de estas reuniones aportes valiosos, que he­
mos tomado en cuenta, al momento de decidir el con­
tenido de las reformas en los proyectos de ley que he­
mos enviado al Organo Legislativo. 

Hoy día la fracción demócrata cristiana presenta­
rá a conocimiento del pleno legislativo, las reformas 
a la ley del INCAFE, reformas que llevan el pensar de 
mi partido y que mi gobierno apoya, reformas que in­
corporan una mayor participación de los sectores inte­
resados en la caficultura, sin menoscabo del concepto 
filosófico que produjo la reforma al comercio exterior. 

Los invito pues, a que a la luz de esta interpre­
tación se discuta la política económica. Los invito a 
que esta política no sea motivo de desavenencias, sino 
motivo de colaboración. Los invito a que unamos nues­
tras capacidades, políticos, empresarios y obreros, en 
bien de nuestra única razón de ser: el progreso, la jus­
ticia y la libertad en El Salvador, y para El Salvador. 

1.2. Partido de Concialiación Nacional. 
Ante la gravedad de la crisis nacional 

Introducción 
El Partido de Conciliación Nacional, tal como lo 

ha estado haciendo de manera permanete, plantea 
hoy, algunas consideraciones sobre el momento ac­
tual en que la crisis se profundiza y parece a punto de 
desbordarse sobre todos los salvadoreños; lo hace con 
la finalidad de que el pueblo tenga algunos elementos 
adicionales que le permitan comprender de mejor 
manera la situación en que nos encontramos. 

El momento actual 
Lo primero que hay que señalar es el aislamiento 

del gobierno Demócrata Cristiano de todos los sectores 
representativos de nuestra sociedad. 

DOCUMENTACION 

Los empresarios lo combaten por considerar que es­
te gobierno es enemigo de la iniciativa privada y que 
trata de implementar un esquema comunitarista en el 
país. El paro decretado por la empresa privada el día 
22 de enero es un signo inequívoco del enfrentamiento 
entre ambos sectores. Este movimiento gremial fue 
exitoso a pesar de las maniobras divisionistas y de las 
presiones que ejerció el gobierno para hacer fracasar 
el paro. 

Los sectores populares manifiestan también su des­
contento, a pesar de la represión, repudiando perma­
nentemente al régimen por BUS ofrecimientos incum­
plidos, por BU frustración ante las medidas impopula­
res que dicta a cada momento y por la falta de expectati-
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vas claras de encontrar la respuesta a sus sentidas 
demandas populares. Este vacío, el gobierno trata de 
cubrirlo con una fachada de organización obrero-cam­
pesina fmanciada y manejada por los Estados Unidos 
y por la CLAT (organización obrera demócrata cristia­
na con sede en Venezuela). 

Los sectores políticos por nuestra parte, nos senti­
mos agredidos por las actitudes prepotentes del gobier­
no demócrata cristiano, quien no oye ni atiende las su­
gerencias y planteamientos de la oposición democrá­
tica y que últimamente ha calmado sus errores con 
una reforma a la Ley Electoral en donde se le concede 
el monopolio del poder al Presidente del Consejo Cen­
tral de Elecciones, empleado de la Democracia Cristia­
na, para que manipule los futuros eventos electorales 
en favor del régimen actual y así perpetuarse en el po­
der a como dé lugar. Este punto es realmente de extre­
ma gravedad ya que rompe el proceso democrático y 
ha obligado a la oposición representada en la Asam­
blea Legislativa a tomar una actitud de total pasividad 
ante el agotamiento de los análisis y razonamientos 
que ha formulado al régimen para que trate de corre­
gir el rumbo autoritario y dictatorial de su conducta. 

Por su parte la Fuerza Armada se mantiene a la ex­
pectativa, en una posición, hasta hoy, eminentemente 
institucional. 

La Embajada de Estados Unidos realmente se en­
cuentra desconcertada ante el agotamiento y descom­
posición del modelo patrocinado por ellos y no ven con 
claridad una nueva alternativa política que demues­
tre la misma sumisión que el gobierno Duartista. 

El fondo del problema 
Dos son los pilares en que descansa fundamental­

mente el problema del país. Por un lado, la guerra que 
se prolonga ya por largos siete años y por otro, la 
corrupción, la improvisación y la incapacidad del ré­
gimen para encontrar las soluciones que el pueblo de­
manda ante nuestra problemática nacional. 

Sobre el problema de la guerra la gran mayoría 
del pueblo salvadoreño toma, día a día, más concien­
cia de que mientras no resolvamos prioritariamente 
el conflicto que nos agobia no nos será posible imple­
mentar un real y verdadero plan de reactivación eco­
nómica, no lograremos un respeto pleno a los derechos 
humanos y nuestro débil proceso democrático no podrá 
fortalecerse suficientemente. 

En relación al proyecto de pacificación del gobier­
no Demócrata Cristiano tenemos que afirmar que has­
ta hoyes un fracaso y que en lo que le resta a su gestión 
administrativa no podrá tener ninguna viabilidad. 
Lejos de alcanzar la paz, el conflicto se prolonga y sus 
efectos se hacen sentir: paquetazos económicos para 
sostener la guerra; la manipulación del servicio mili­
tar obligatorio como arma política del régimen; la de-

satención de los seTVlClOS médico-hospitalarios; los 
programas educativos prácticamente abandonados; 
los proyectos de vivienda popular en franco deterioro; 
la infraestructura del país prácticamente sin ningu­
na atención; etc., etc., todo esto originado en un tras­
lado cada vez mayor de nuestros escasos recursos para 
el sostenimiento de la guerra, acompañado de un cre­
ciente endeudamiento externo que significa el hipote­
car, cada vez más, nuestra soberanía nacional. 

Todo lo anterior nos obliga a realizar un esfuerzo 
impostergable para que nos aglutinemos todos aque­
llos sectores que deseamos alcanzar la paz en un mo­
vimiento lo suficientemente fuerte para obligar al ré­
gimen y al FDR-FMLN a buscar una solución política 
al conflicto que desangra a nuestro pueblo y lograr de 
nuevo la reintegración de la familia salvadoreña. Es­
ta nueva manifestación del P.C.N. significa una rei­
teración de nuestro compromiso en la búsqueda de la 
paz que ya fue demostrado al organizar por parte de 
nuestro instituto político el Foro Alternativas para la 
Paz en 1985 y nuestra posterior participación en otros 
eventos en que el objetivo central ha sido la búsqueda 
de la pacificación para nuestro pueblo. 

En cuanto al problema que significa la permanen­
cia en el poder del presente gobierno, el pueblo debe ser 
paciente, aunque sea mucho pedir y esperar que termi­
ne el período para el cual fue electo. Este es el precio po­
lítico que tiene que pagar el pueblo salvadoreño por el 
proceso democrático. Creemos que la equivocación po­
lítica de un sector del pueblo salvadoreño será una du­
ra experiencia para no volver a cometer el error de apo­
yar al Partido Demócrata Crisitano en los próximos co­
micios electorales. Es indiscutible y necesario cam­
biar el gobierno, pero lo tenemos que hacer por la vía 
democrática. 

A estas alturas, y aunque es un poco tarde, es nece­
sario que el gobierno demócrata cristiano haga un alto 
en el camino y reflexione serenamente para evitar 
que la situación económica, política y social del país 
continúe deteriorándose, ya que es una grave irrespon­
sabilidad ante el proceso histórico pensar en que por­
que van a dejar el poder no debe importarles la ruina 
del país. 

Finalmente el P.CN. hace un llamado a todos los 
sectores: empresarios, campesinos, obreros, profesio­
nales, estudiantes, etc., para que nos incorporemos to­
dos decididamente en un movimiento nacional que lu­
che por alcanzar la paz tan anhelada por nuestro pue­
blo, para fortalecer nuestro proceso democrático y po­
der foIjar un futuro mejor para las nuevas generacio­
nes. 

Comité ejecutivo. 

San Salvador, 31 de enero de 1987. 

1.3. Acción Democrática y la problemática nacional 

En mayo de 1984 Acción Democrática suscribió un 
pacto de cooperación política con el Partido Demócrata 
Cristiano. Como consecuencia de ese acuerdo nuestro 
partido participa en el gobierno del presidente José Na­
poleón Duarte . 
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Esta participación no nos impide el derecho de di­
sentir y de expresar nuestros propios puntos de vista 
ante las distintas situaciones de la problemática políti­
ca, económica y social del país. 
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1. Defensa al proceso democrático 
Fieles a nuestros principios y objetivos mantenemos 
una conducta de total apego a la defensa del proceso 
democrático. En tal sentido que nuestra participación 
en el Gobierno es una contribución positiva a la 
consolidación de este proceso, una de cuyas princi­
pales características es el pluralismo ideológico. De 
la misma manera respetamos las acciones de los parti­
dos de oposición al Gobierno que se encuentran dentro 
de la Constitución y la legalidad. 

Sin embargo, rechazamos enfáticamente cual­
quier acción que implique un golpe de estado, ya sea 
por medio de un simple cuartelazo o de esquemas que 
con un ropaje falso de legalidad irrespeten la volun­
tad popular expresada en las elecciones. 

2. La situación política y económica 
La reciente aprobación legislativa de los impues­

tos está siendo aprovechada por sectores interesados 
en provocar un descontento general e interrumpir el 
proceso democrático, lo que, como lo han reconocido 
aun los partidos de oposición y la Fuerza Armada sólo 
facilitaría la toma del poder por los terroristas de la 
extrema izquierda. Estimamos que las medidas del 
gobierno pueden y deben ser criticadas por quienes las 
adversan, pero los llamamientos al desorden institu­
cional y a las huelgas políticas en nada contribuyen a 
consolidar el proceso democrático y lograr la paz so­
cial. 

La situación política económica actual no debe en­
focarse únicamente desde el punto de vista de los im­
puestos. Ningún impuesto es popular y menos aún pa­
ra quienes tienen que soportarlo directamente. 

No haremos por ahora un análisis pormenorizado 
de los decretos impositivos desde el punto de vista técni­
co, pero manifestamos que es necesario combinar es­
tas medidas tributarias con otras que puedan coad­
yuvar a la obtención de resultados que a corto plazo re­
suelvan nuestros problemas económicos y financieros 
más urgentes. Esto significa que sometiendo los decre­
tos aprobados a un examen más detenido o minucioso 
se reformen o deroguen en la medida en que sea nece­
sario para estimular el desarrollo económico del país. 
Conscientes de que en buena medida la necesidad de 
una recaudación fiscal se debe al conflicto bélico, es 
también necesario decir que este conflicto no es sólo 
un problema salvadoreño en que además de los muer­
tos tenemos que poner recursos que no tenemos. Lo que 
en El Salvador defendemos son los principios de liber­
tad y democracia, patrimonio de la civilización occi­
dental y, en términos geopolíticos, la seguridad de 
nuestros vecinos y especialmente de los Estados Uni­
dos de América. Esta también es su guerra, por lo que 
el esfuerzo económico debe recaer más sobre ellos que 
sobre nosotros. 

Se ha mencionado por algunos sectores que una so­
lución a nuestros problemas, podría consistir en una 
devaluación de nuestra moneda. 

Acción Democrática se opone rotundamente a esta 
solución, ya que como es de todos sabido, la devalua­
ción es un impuesto general que recae principalmente 
sobre las clases pobres. 

3. Empresa privada 
Por otra parte, sin la cooperación de los sectores 

productivos no es posible obtener los objetivos de recupe-
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ración que se persiguen. Lograr esta cooperación re­
quiere de una actitud de comprensión tanto del gobier­
no como de la Empresa Privada. Debemos todos de 
comprender que el gobierno no adopta medidas impo­
pulares, porque le guste hacerlo y tampoco a la empre­
sa privada puede pedírsele que se sacrifique de tal ma­
nera que pueda llegar a extinguirse. 

La reactivación y el desarrollo del país, requiere 
de dos factores indispensables: La generación de ri­
queza y el uso racional de los recursos humanos y na­
turales. En El Salvador y de acuerdo a nuestra Consti­
tución, es la empresa privada el pilar de la actividad 
económica y sólo por razones de interés social, puede 
el estado intervenir directamente en la actividad pro­
ductiva. En tal sentido la política fiscal debe orientar­
se a fortalecer la economía nacional. 

4. Propuestas concretas 
En un afán de contribuir a la solución de la proble­

mática que nos aflige y tomando en cuenta que de 
acuerdo con la Constitución ni siquiera la Asamblea 
Legislativa puede perdonar impuestos causados, propo­
nemos lo siguiente: 

1. Evitar la doble tributación en el impuesto sobre 
la renta. 

2. Plazo razonable y suficiente para el pago del im­
puesto de defensa de la soberanía nacional. 

3. Revisión de la tasa del impuesto al patrimonio. 
4. Reducción del gasto público en la medida en que 

no afecte el empleo de manera que la empresa pri­
vada gradualmente pueda absorber la mano de 
obra excedente del sector público. 

5. Renegociación inmediata del servicio de la 
deuda externa. 

6. Readecuación de los plazos para el pago de la deu­
da externa. 

7. Deducción de la reinversión de utilidades que 
realicen las empresas para efectos del impuesto 
sobre la renta como una medida efectiva que 
fortalezca a las empresas y promueva la 
generación de empleo. 

8. Fijar en US$170.00 el precio mínimo del quintal 
de café, a partir del cual se cobre el impuesto 
adicional del 1 0% sobre la exportación. 

9. Promulgación de una ley de promoción 
económica que sin implicar más subsidios 
contemple toda clase de incentivos reales y 
efectivos para las actividades productivas. 

10. Exonerar de impuestos los bienes afectados por el 
terremoto o que se encuentren en áreas conflicti­
vas. 

Finalmente hacemos un llamamiento a todos los 
sectores políticos, laborales, empresariales y gremia­
les para que conjuntamente formulemos y cumplamos 
para el futuro inmediato con un programa mínimo 
que promueva la unidad de la familia salvadoreña, la 
continuación del proceso democr;ático y la reactiva­
ción económica. 

Acción Democrática. 
''Hacia un Liberalismo con igualdad de 

oportunidades." 

San Salvador, enero de 1987. 

Digitalizado por Biblioteca "P. Florentino Idoate, S.J." 
Universidad Centroamericana "José Simeón Cañas"



1.4. Cámara de Comercio e Industria de El Salvador. 
A! pueblo salvadoreño 

El mal manejo de la econom{a por el actual gobier­
no es la principal causa de los grandes problemas eco­
nómicos y sociales por los que atraviesa El Salvador. 

El rumbo económico del actual gobierno ha provo­
cado: 

- La mayor cantidad de desempleados de toda la his­
toria de nuestro pa{s: ocasionando consecuencias 
catastróficas tales como: 
* Emigración de la población económicamente 

activa, la gran mayoría de mano de obra califi­
cada: técnicos y profesionales, llegando relati­
vamente a niveles inclusive mucho mayores 
que la emigración cubana a raíz de la implan­
tación del régimen comunista de Fidel Castro. 

* Aumento de la delincuencia, corrupción y con­
trabando. 

* Falta de generación de fuentes de trabajo para 
la población infantil y juvenil, que dentro de 
poco tiempo estarán demandando oportunida­
des de trabajo. 

El mayor aumento de precios de los arUculos y ser­
vicios de primera necesidad de toda la historia de 
nuestro pafs. 
Los peores servicios publicos que hemos tenido los 
salvadoreños, hospitales, escuelas, recolección de 
basura, agua potable, luz, desagües, calles y carre­
teras,etc. 
Las peores condiciones de vida del pueblo, creci­
miento alarmante de enfermedades infecto-conta­
giosas, crecimiento del analfabetismo, aumento 
de los niveles de desnutrición, aumento de las ne­
cesidades de vivienda. 
Una profunda intranquilidad, desconfianza e in­
certidumbre sobre el destino de nuestro país, dismi­
nuyendo la iniciativa y el empuje empresarial ca­
racterístico del pueblo salvadoreño. 
El Gobierno, demostrando su total incapacidad im­

pone medidas económicas que cada vez aumentan el 
descontento popular porque agravan los problemas an­
tes señalados. La actuación del Gobierno se reduce a 
convertir la función de la Asamblea Legislativa en ac­
ciones generadoras de inestabilidad jurídica y social, 
mediante la continua aprobación de Decretos carentes 
de base técnica, pero abundantes en incoherencias y 
demagogia. 

Después de aprobados ¿Cuántas veces son modifi­
cados los Decretos? Todos los cambios hechos a los De­
cretos no reflejan democracia sino improvisación, in­
capacidad e irresponsabilidad del Gobierno. 

A continuación se demuestra cómo el aumento de 
impuestos, las medidas crediticias y cambiarias, el ex­
ceso de controles y otras de carácter populista (comu­
nitarista), son políticas equivocadas en cuanto a pre­
tender solucionar la crisis económica y social en que 
está hundido nuestro país, y por el contrario son la 
principal causa del descontento del pueblo porque pro­
vocan desempleo y aumento de precios. 

Recomendaciones concretas para salir de la crisis 
ecónomica y social 

El Gobierno debe generar confianza y credibilidad 
en todas sus actuaciones, permitiendo el establecí-
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miento de reglas claras del juego económico, de 
acuerdo con una verdadera economía de mercado. 
Incentivar el cultivo del café, medioante la elimi­
nación del Impuesto Extraordinario y la libera­
ción de la comercialización de este producto tanto 
en el mercado interno como en el exterior. 
Definir la política sobre el cultivo de algodón, esta­
bleciendo al menor plazo posible medidas concre­
tas sobre qué se hará con las tierras ociosas de éste 
y cualquier otro cultivo. 
Dada la mora y la casi total iliquidez bancaria, lo 
cual demuestra el fracaso de la nacionalización 
de estas instituciones, las cuales en muchos casos 
se han instrumentalizado políticamente, el Gobier­
no debe permitir el funcionamiento de bancos pri­
vados; éstos demostrarían a muy breve plazo: efi­
ciencia, dinamismo y honestidad en el manejo de 
los fondos del pueblo salvadoreño. De esta forma, 
el pueblo tendría la oportunidad de escoger entre 
una banca nacionalizada y una privada. 
El Gobierno debe abandonar todas aquellas politi­
cas y medidas administrativas que están reducien­
do la capacidad financiera de las empresas y por 
tanto poniendo en peligro su capacidad de opera­
ción. Entre otros deben eliminarse todos los requi­
sitos de depósitos a favor de la banca nacionali­
zada y el Banco Central de Reserva exigidos para 
los trámites de importación de materias primas, 
repuestos, productos, maquinaria y equipo. 
El Gobierno debe permitir a las Cooperativas del 
sector reformado la propiedad real sobre sus tie­
rras, que les permita alcanzar libremente niveles 
de eficiencia al igual que cualquier empresa pri­
vada del país, sin gastos adicionales para el Go­
bierno, dado que son tierras que antes eran muy 
productivas; pero debido a la injerencia del Estado 
son actualmente improductivas. 
El Gobierno debe renegociar la deuda externa, co­
mo lo están haciendo otros países latinoamerica­
nos que no presentan los agravantes que soporta 
nuestra economfa, al efecto de la guerra y del terre­
moto. 
El Gobierno debe reprivatizar en forma total las 
empresas que actualmente están en sus manos: 
Compañías de Energía Eléctrica, Empresas de 
CORSAIN, etc. 
Eliminar todo gasto innecesario del Gobierno cen­
tral e instituciones autónomas, como son: guarda­
espaldas, vehículos, gasolina, viajes, y sobre todo 
la excesiva propaganda gubernamental. 
Eliminar con verdadera responsabilidad todo el 
sistema de corrupción y contrabando enquistado 
en el Gobierno. 
Solucionar el problema de la guerra al menor tiem­
po posible, dentro del marco constitucional. 
y fmalmente, como estrategia a mediano plazo, to­
mando en cuenta que la eliminación del déficit fis­
cal y el fortalecimiento del aparato productivo no 
es algo que puede hacerse por decreto, sino que nece­
sita medidas concretas de corto, mediano y largo 
plazo, debe incentivarse el mercado interno para 
que éste tenga el crecimiento y desarrollo econó­
mico justo. Esto incrementaría el nivel de empleo 
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traduciéndose en mayores ingresos para la pobla­
ción que a su vez garantizarían la satisfacción de 
sus necesidades. 
Esta estrategia permitiría la eliminación paulati­
na y sistemática de los subsidios y la creación de 
una base BÓlida para el fomento de las exportacio­
nes de productos no tradicionales, sin discriminar 
sectores que actualmente, aunque en forma reduci­
da, siguen siendo los verdaderos pilares de la eco­
nomía salvadoreña. 

Como consecuencia de lo anterior, a mediano plazo 
se eliminarla la dependencia de la ayuda externa, 
la cual no va a durar permanentemente. 
En resumen, se propone que la iniciativa privada, 
cuya estabilidad y entrega al pals contrasta con la 
transitoriedad y oportunismo de los funcionarios 
públicos actuales, sea la punta de lanza del proceso 
generador de riqueza. 

San Salvador, 25 de febrero de 1987. 

1.5. COACES. Ante la crítica situación nacional 

El primerpaquetazo 
En el mes de enero de 1986 ante la imposición del 

primer paquetazo, la COACES llamó a la reflexión al 
presidente Duarte y le pidió que reconsiderara su de­
cisión de implantar una serie de medidas económicas 
en vista que éstas únicamente agravarlan la ya mf!l­
trecha economía de los trabajadores y del pueblo en ge­
neral. En esa oportunidad, a pesar del clamor popular 
y el de los demás sectores empresariales, el Ing. 
Duarte persistió en su decisión y en un afán de justi­
ficar sus acciones, montó una gran campaña propa­
gandística en la que, entre otras cosas, dijo que el 
paquete beneficiarla al pueblo, que con el paquete la 
economía se iba a reactivar, que 1986 serla el último 
año malo para los salvadoreños, en fin que el paque­
tazo serla la solución a muchos de nuestros proble­
mas. A un año del primer paquetazo impuesto en con­
tra de la voluntad popular, le preguntamos al señor 
presidente Duarte y a quienes conforman su gobierno: 
¿en dónde está el beneficio derivado del paquetazo 1 
que le prometió al pueblo? 

Los cooperativistas y el pueblo en general hemos 
visto cómo cada día hay más empresas cerradas, más 
desempleo, menor producción agropecuaria, menores 
posibilidades de estudio, menores posibilidades de 
atención médica; hemos sufrido la subida general en 
los precios de los artículos de consumo popular, las me­
dicinas y toda clase de bienes y servicios que se con­
sumen; la guerra se prolonga, y con ello nuestras vi­
das se deterioran; vemos cómo cada día hay más ham­
bre, más dolor, más frustración, más descontento. 

Ingeniero Duarte, no se puede tapar el sol con un 
dedo por más que se lo intente. Su gobierno le ha men­
tido al pueblo salvadoreño, lo ha menospreciado, lo ha 
ignorado, olvidándose que fue el pueblo quien lo con­
dujo al poder. 

Ante el clamor de todos los sectores que se pronun­
ciaron en contra del primer paquetazo el gobierno no 
hizo esperar su respuesta: Difamaciones, acusaciones 
falsas, persecución, secuestro, captura, tortura, cárcel, 
amenazas y división de gremios y sindicatos. 

El segundo paquetazo 
Apenas comienza el año y el gobierno ya nos tiene 

recetado el segundo paquetazo el cual contiene, entre 
otros, el cuestionado impuesto para la defensa de la 
soberanía nacional. Nuevamente todos los sectores de 
la economía se le oponen. Algunos se oponen al im­
puesto porque les afecta directamente sus ingresos, 
otros se oponen al impuesto porque afecta directamente 
la vida de los más humildes de nuestra población. 
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El pueblo salvadoreño no quiere la guerra y el im­
puesto de guerra es para eso, para impulsar y profundi­
zar la guerra que lleva más de sesenta mil (60.000) 
muertos y un millón y medio (1.500.000) de despla­
zados. Agregado a esto se impone el reclutamiento for­
zoso con el que se condena a miles de jóvenes a la 
muerte segura o en el mejor de los casos a pasar los úl­
timos días de su vida como lisiados de guerra o con 
profundos problemas sicológicos. No podemos dejar de 
mencionar que la continuación y la profundización de 
la guerra obedece también a la política de guerra del 
gobierno de los EE.UU. y que mientras no deje de 
meter sus manos en los asuntos de El Salvador, esta 
guerra no terminará. 

Queda, pues, suficientemente evidenciada la total 
incapacidad de la Democracia Cristiana, como parti­
do de gobierno, de conducir a la nación de cara a los sa­
grados intereses de los trabajadores y de toda la pobla­
ción. Consideramos que va siendo necesario que todos 
los sectores del país unidos por un profundo sentimien­
to de patriotismo vayamos pensando en buscar una fór­
mula pacífica y democrática que nos permita arribar 
a un gobierno que de verdad gobierne en beneficio del 
pueblo salvadoreño. 

La posición de COACES 
La Confederación de Asociaciones Cooperativas 

de El Salvador rechaza enérgicamente el segundo pa­
quetazo porque: 
1. Según los entendidos en la materia las últimas me­

didas son inconstitucionales. 
2. Son medidas antipopulares, es decir que van en con­

tra de los intereses de los trabajadores y del pueblo 
en general. 

3. Porque las medidas impuestas por el gobierno no 
son la solución a los urgentes problemas de todos 
los salvadoreños que queremos paz conjusticia. 

4. Porque las medidas impositivas sólo agravarán 
las ya precarias condiciones de vida de la pobla­
ción. 

6. Porque obedece a la política exterior de los EE.UU. 
poniendo en entredicho la Soberanía Nacional. 

Al gobierno de la democracia cristiana la COACES le 
exige: 
1. Derogatoria de los paquetazos. 
2. Solución política al conflicto armado. 
3. Ejecución de la II fase de la Reforma Agraria, en 

base al proyecto original. 
4. El perdón de la deuda Agraria a las cooperativas 

del Sector Reformado y no Reformado. 
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5. La rebaja de precios en los insumos agrícolas, e in­
dustriales. 

6. Establecer líneas ágiles y blandas de crédito para: 
Las cooperativas de Transporte, de Ahorro y Cré­
dito y Agropecuarias. Así como para la pequeña y 
mediana empresa. 

7. Amnistía General de los reos Políticos Sindicales 
y Gremiales y no a la reimplantación del estado de 
sitio. 

8. La libertad de: Celso Antonio Rivas, Daniel Ro· 
sales Cuéllas, Alfonso del Cid" Felipe Ram[rez, y 
Rafael Vásquez. 

9. Pedimos que se devuelva' a la FEDECOOPADES, 
las llaves de la Despensa Cooperativa del Pueblo y 

el Pick-Up NISSAN que la Policía Nacional le tie­
ne retenidos. 

Finalmente: Invitamos a todas nuestras bases coo­
perativas y a las Federaciones de Cooperativas herma­
nas a participar en la grandiosa marcha que realiza­
rá la UNTS, el día 17 de enero para exigir la deroga­
ción del II paquetazo económico y las demás medidas 
lesivas al pueblo. Así como la solución de la crisis 
nacional. 

'Hacia la superación mediante la integración" 
enero 15, de 1987 

1.6. Movimiento Independiente de Profesionales 
y Técnicos de El Salvador (MIPTES) 

ante la profundización de la crisis política de El Salvador 

Los Frentes FMLN y FDR, teniendo en cuenta los 
acontecimientos que han venido sucediendo en nues­
tro país durante las últimas semanas, exponen su 
posición al pueblo salvadoreño y a la opinión pública 
internacional. 

1. En estos momentos el futuro de Napoleón 
Duarte, como fachada del plan contrainsurgente, se es­
tá discutiendo y decidiendo en conciliábulos en los 
que participan la Embajada Norteamericana, la Fuer­
za Armada, la Oligarquía y los Grandes Empresarios 
deANEP. 

2. La necesidad de un nuevo acuerdo entre estos 
sectores en cuanto al futuro del gobierno de Duarte, 
tiene a la base el profundo desgaste del mismo, hasta 
el punto de encontrarse en un proceso de aislamiento 
cada vez mayor, que obliga a la Administración Rea­
gan ya sus representantes a buscar una nueva cober­
tura a su Plan Contrainsurgente. 

3. Duarte ha hundido al país en la más profunda 
crisis económica, política y social de toda nuestra 
historia. La imposición de medidas económicas, la 
falta de planes económicos, el comportamiento del pre­
supuesto nacional en la guerra, el alza inmoderada 
del costo de la vida, etc., todo ello agravado por los da­
ños ocasionados por el terremoto del 10 de Octubre y la 
Sequía, produce un impacto dramático sobre los secto­
res populares y otros sectores de la población. 

4. La prolongación de la guerra de Contrain-' 
surgencia agrava la crisis económica social e impide 
que se resuelva integralmente, provocando a la vez 
una crisis politica más profunda aún que la propia cri­
sis económica. Aquella se expresa en el resque­
brajamiento de la base política y social de Duarte, en 
la oposición de todos los sectores sociales a su gobier­
no, en el ejercicio abierto del poder del Estado de parte 
de los militares, la mayor dependencia y subordina­
ción de"Duarte a la política y a la estrategia nortea­
mericana para la región y para El Salvador y su fraca­
so como cobertura del Plan Contrainsurgente. 

5. Duarte ha fracasado en sus propósitos de 
cohesionar alrededor del Proyecto Contrainsurgente a 
diferentes sectores de derecha que favorecen la solu­
ción militar en El Salvador. Todos ellos están contra 

.144 

Duarte por diferentes motivos: los grandes empre­
sarios de ANEP tratan de recuperar la dirección y el 
control de la economía del país y el Poder del Estado; 
los terratenientes agroexportadores tratan de recupe­
rar el control y la libre comercialización del café, al­
godón y caña de azúcar; los Jefes Militares quieren 
continuar con el negocio de la guerra; y los Altos fun­
cionarios aprovecharse de la situación para mantener 
altos niveles de corrupción y la disputa política por la 
sucesión de Duarte. 

6. A la Base de las contradicciones entre estos 
sectores que se pronuncian por una salida militar, es­
tán las luchas de los diferentes sectores populares por 
la defensa de sus intereses económicos y por una ma­
yor participación en la construcción de una solución 
al conflicto, expresada en mayores niveles de organi­
zación y movilización. La amplitud del movimiento 
popular y la justeza de sus reivindicaciones inmedia­
tas y sus demandas patrióticas en pro de una paz justa, 
configuran la expresión legítima de todo el pueblo con­
tra el régimen antipopular y entreguista de Duarte. 

7. Por ello, sostenemos que el nuevo acuerdo que 
buscan Demócrata Cristianos, Militares, Empresa­
rios y Norteamericanos, gira en tomo a un nuevo mo­
delo económico y politico, pero dentro del mismo 
Proyecto Contrainsurgente; los llamados de la Oligar­
quía, los Gremios Empresariales y los partidos de ul­
traderecha, al Golpe de Estado, pretenden conseguir de 
los norteamericanos una mayor participación en ese 
Proyecto. De otra parte, la Fuerza Armada busca más 
espacios politicos para desarrollar su Plan Militar, 
cuestión que Duarte ya no les garantiza. Todos tratan 
en linea de recomposición de su proyecto, tratando de 
debilitar o neutralizar al movimiento popular y sentar 
nuvas bases para continuar su guerra contra el pue­
blo. 

8. En términos políticos inmediatos, lo que trata­
rán de garantizar los norteamericanos es la continui­
dad de su estrategia y en tomo a esto girará la deci­
sión de quitar o mantener a Duarte. 

9. Las pretensiones de recambio, recomposición o 
sustitución del Gobierno de Duarte, son variantes del 
mismo proyecto de contrainsurgencia en su aspecto 
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político y ninguno de ellos representa solución a la 
gran crisis por la que atraviesa el país. En todo caso la 
crisis y sus componentes significan una clara 
victoria popular y son muestras del evidente fracaso 
de la política de la Administración Reagan hacia El 
Salvador. 

10. Nuestros Frentes, vista la gravedad de la 
crisis, reafIrman ante el pueblo salvadoreño la Pro­
puesta Política de 6 Puntos del 10 de julio de 1986, como 
una contribución para arribar a una nueva etapa de re­
construcción y progreso económico, social y político, 
como expresión de los deseos de los sectores mayori­
tarios del pueblo. 

Nos pronunciamos por la Constitución de un 
Nuevo Gobierno de Amplia Participación que exprese 
ampliamente el consenso y Unidad Nacionales capa­
ces de poner fm a la Guerra Contrainsurgente y a la 
intervención norteamericana, rescatar la soberanía 
Nacional y la Autodeterminación, bases para la con­
quista de una Paz Justa. 

11. En síntesis, nuestro Proyecto Político, Pa­
triótico y Democrático de Consenso Nacional, debe de­
sarrollarse sobre las siguientes bases: 10. La solución 
debe buscarse y acordarse entre salvadoreños resca­
tando la soberanía e independencia. Esto signillca 
que el gobierno norteamericano cese su participación 
política y militar en nuestro país; 20. El gobierno que 
resulte del consenso nacional debe ser de participa­
ción pluralista, integrando a todos los sectores nacio­
nales por medio de partidos, organizaciones y persona­
lidades nacionales; 30. Cese al Fuego al Recomponer­
se el Gobierno para contribuir a que éste impulse las 

medidas convenidas por el Consenso Nacional: 40. 
Inicio a un régimen económico justo respetando los in­
tereses económicos de todos los sectores comprometi­
dos en el consenso patriótico, impulsando medidas co­
mo derogatoria de los paquetazos, profundización de 
las Reformas Fundamentales, Programas de Reacti­
vación Económica en el marco del respeto a la libre 
Empresa y el desarrollo de un sistema de Economía 
Mixta; 50. Proceso de Democratización Auténtica y 
Respeto a los Derechos Humanos, que garantice el fin 
de la represión, desmantelamiento de los aparatos re­
presivos, retorno de la población desplazada y refugia­
dos a sus lugares de origen, respeto a libertades y dere­
chos democráticos individuales y colectivos y crea­
ción de todas las condiciones para realizar elecciones 
limpias y libres. 60. Política Exterior de Paz, de No 
Intervención, de Autodeterminación. No Alineamien­
to e Independencia Nacional, propiciando relaciones 
basadas en la Igualdad de Derechos y Respeto a la Sobe­
ranía e Independencia de todos los pueblos. 

12. Llamamos a nuestro Pueblo a fortalecer su 
lucha contra el gobierno de Duarte, el reclutamiento 
forzoso y los paquetazos económicos. Llamamos a 
Nuestro Pueblo a luchar contra cualquier maniobra de 
recambio que impida la verdadera solución a la grave 
crisis del país; a luchar por la conquista de un go­
bierno democrático de Amplio Consenso Nacional que 
rescate la Soberanía de Nuestra Patria. 

Comandancia General delFMLN. 
Comité Ejecutivo del FDR. 

San Salvador, 6 de enero de 1987. 

1.7. FMLN-FDR. Balance político anual de 1986 

1. Crisis económica y social del país 
El régimen de Duarte ha hundido al país en la más 

profunda crisis económica, política y social de toda 
nuestra historia. 

El ingreso por habitante y la producción de café y 
algodón -principales productos de exportación- des­
cendieron en 1986 a los niveles de hace 20 años. En 
esas condiciones, el ritmo de crecimiento económico 
durante 1986 fue del 1 % y todos los sectores económicos 
y sociales del país fueron afectados por la contradic­
ción general de la actividad productiva. 

El impacto de esta crisis sobre los sectores popula­
res es realmente dramático: 

- 6 de cada 10 salvadoreños en edad productiva se 
encuentran sin trabajo o sub-empleados. 

-Una consulta médica cuesta 60 colones, lo que 
para el que gana el salario mínimo representa cerca 
del 15% de sus ingresos. 

-Los productos de consumo están fuera del alcan­
ce de la mayoría de los salvadoreños y los salarios no 
alcanzan a cubrir las necesidades primarias de la ca­
nasta básica con la que han subsistido con muchas di­
ficultades los trabajadores. 

-Todo el peso económico de la guerra ha recaído 
sobre las espaldas de los trabajadores por medio de su­
cesivos paquetazos de nuevos impuestos y la devalua­
ción del colón. 

La crisis económica del régimen de Duarte es una 
crisis estructural profunda: nunca antes en la histo-
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ria del país una parte tan importante de la fuerza de 
trabajo se había encontrado ociosa o fugada del país co­
mo ahora, con cerca de la cuarta parte de la población 
refugiada, desplazada u ocupada en la guerra. Nunca 
antes la imposición en las decisiones económicas, la 
falta misma de planes económicos, el comprometi­
miento del presupuesto en la guerra, se habían conver­
tido en un obstáculo insalvable para el crecimiento eco­
nómico y para resolver las contradicciones con el sec­
tor empresarial. 

Nunca antes los trabajadores se habían visto tan 
marginados y reducidos en su capacidad de consumo 
y en su misma capacidad productiva como para con­
vertin>e en otro elemento estructural de la crisis. 

El terremoto del 10 de octubre vino a producir un 
agravamiento súbito de esas condiciones y, por lo tan­
to, a convertirse en un factor más de la aceleración de 
la crisis nacional. 

La guerra que nos impone Estados Unidos agrava 
la crisis estructural y ésta no puede resolverse con mee 
didas superficiales o parciales. Es indispensable para 
ello, poner fm al conflicto e iniciar profundas trans­
formaciones economico-sociales tendientes a elimi­
nar las causas del subdesarrollo y la dependencia del 
país. 

2. Crisis política del régimen de Duarte 
Más profunda aún que la crisis económica que ha 

hundido al país es la crisis política del propio gobierno 
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de Duarte y, por consiguiente, del plan de contrainsur­
gencia norteamericano. 

Un gobierno títere sin base política y social; con la 
oposición de todos los sectores nacionales; desenmas­
carada su pretensión de gobierno civil con el retorno 
abierto de los militares a la conducción del Estado; 
que ha vendido completamente el país a los intereses 
norteamericanos; que no tiene respuesta a la deman­
da nacional por la paz y que prolonga la guerra negán­
dose a impulsar la solución política del conflicto, mar­
cha hacia su colapso. 

En efecto, la crisis política de Duarte se expresa en 
los elementos siguientes: 

a) Resquebrajamiento de su base política y social 
En 1986 el llamado ''Pacto Social" con el que 

Duarte pretendió atraer base política y social para su 
gobierno se desmoronó al ponerse en evidencia su 
naturaleza demagógica para los sectores que en 1984 
aún creían en la alternativa demócrata-cristiana. 

Con la ruptura del pacto por parte de la UPD, Duar­
te perdió la poca base social que tenía y las posibilida­
des de consolidarla y ampliarla a pesar de los intentos 
que hizo al construir la UNOC. 

b) Todos los sectores se oponen al gobierno 
deDuarte 
Los sectores populares han desplegado de manera 

sostenida durante el año 86, grandes movilizaciones 
de protesta y más de 150 huelgas o paros laborales en 
demanda del respeto a sus derechos. 

Todos los partidos políticos, los pequeftos y media­
nos empresarios, las universidades más importantes 
del país y hasta las organizaciones del gran capital 
que, según los planes norteamericanos debían respal­
dar a Duarte, han manifestado reiteradamente y en 
forma cada vez más desafiante su oposición al régi­
men. 

La legitimidad, la consolidación y el éxito de un 
gobierno se miden por la ampliación de las fuerzas po­
líticas, económicas y sociales que lo respaldan. Pero a 
Duarte solo lo respaldan la Administración Reagan y 
el Alto Mando de la FF AA. 

c) Los militares gobiernan abiertamente 
Ante el fracaso de Duarte, los militares ejercen de 

nuevo abiertamente el poder del Estado. Se suponía 
que un gran logro de la llegada de Duarte a la presi­
dencia en 1984 era la instauración de un gobierno ci­
vil después de 50 años de dictaduras militares. Esto se 
propagandizó como elementos demostrativos de la "de­
mocracia" que se había implantado en El Salvador. 

Ahora, esta demagogia ---(:omo todas las demás­
ha caído al piso. Está claro para todos que el verdadero 
poder lo detenta la Fuerza Armada y, más concreta­
mente, los mandos más represivos y proimperialistas 
del Ejército. 

El plan contrainsurgente ''Unidos para Recons­
truir" es el único plan de cobertura nacional que se im­
pulsa, Y los jefes militares sustituyen abiertamente a 
Duarte y a los Ministros de Estado en los intentos por 
conquistar aliados y apoyos internos e internaciona­
les. Nada queda del espejismo del gobierno civil, ni 
del espejismo de democracia que ilusionó a algunos 
cuando Duarte fue "elegido" presidente . 
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d) Se profundiza la intervención norteamericana 
Cuanto más se profundiza la crisis de Duarte y la 

derrota militar de la Fuerza Armada Salvadoreña, 
más se profundiza la intervención directa de los Esta­
dos Unidos para equilibrar las pérdidas en la balanza 
de fuerzas. 

Más de 300 asesores militares norteamericanos 
-permanentes o temporales; abiertos o en,cubiertos--, 
más 500 millones de dólares anuales (30 veces la can­
tidad de "ayuda" que necesitaron en 1980); cada vez 
más aviones, helicópteros, morteros, y fusiles, consti­
tuyen la prueba de la mayor intervención norteame­
ricana. 

Si Duarte y los militares no estuvieran perdiendo 
la guerra; si no se hundieran cada vez más en una cri­
sis irreversible, para qué haría falta más interven­
ción directa de los Estados Unidos? 

En 1986 llegaron a El Salvador los más altos fun­
cionarios y jefes militares del Pentágono, la CIA, y el 
Dpto. de Estado norteamericano; aparte de las constan­
tes visitas del enviado especial Phillip Habib. Asimis­
mo, Duarte es el presidente que más visitas ha realiza­
do a los EE.UU. 

e) Duarte fracasó como cobertura del plan con­
trainsurgente norteamericano 
El gobierno de Napoleón Duarte es un proyecto nor­

teamericano que necesitó grandes inversiones. Le 
constituyeron una imagen para propagarla por el mun­
do y dentro de los EE.UU. Invirtieron millones de dó­
lares, presionaron al ejército salvadoreño, negocia­
ron con la oligarquía para llevarlo a presidente de la 
República; desplegaron una enorme campafta de pro­
paganda hacia el interior de nuestro país para gene­
rarle la imagen de salvador, reformista y pacifista. 

Era la cobertura para dar otro aspecto al nuevo 
plan militar norteamericano en El Salvador. El fraca­
so de los planes contrainsurgentes ha dejado al descu­
bierto su verdadera naturaleza, ha profundizado la cri­
sis y provocado el desencanto de sus bases. 

El fracaso de este gobierno ha abierto campo al de­
sarrollo del enfrentamiento desesperado entre los sec­
tores de la burguesía y distintas fracciones del Partido 
Demócrata Cristiano. 

Hoy Duarte en El Salvador es el títere más despres­
tigiado y repudiado por el pueblo, los militares, la oli­
garquía y las mismas bases de su partido. 

Esta realidad se irá imponiendo también paulati­
namente ante los ojos de la comunidad internacional. 

f) Gobierno de Duarte: gobierno mercenario 
Las posturas en política exterior del gobierno salva­

dorefto han obedecido a las necesidades de la política 
exterior de la Administración Reagan. Eso ha deter­
minado su discurso y posición con respecto a Contado­
ra y su Grupo de Apoyo, con respecto a la revolución 
sandinista y la contra somocista. 

El derribo de un avión mercenario en Nicaragua, 
y la posterior captura del piloto norteamericano Euge­
ne Hassenfus, vinculado a la CIA, puso al descubierto 
el comprometimiento del gobierno de Duarte. 

El gobierno salvadorefto brinda apoyo político a los 
somocistas, campos de entrenamiento y casas clandes­
tinas en San Salvador. Además, dota a los norteame­
ricanos que planifican el aprovisionamiento logístico 
a la contra de carnets de identidad como asesores de la 
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Fuerza Aérea Salvadoreña y permite el uso del aero­
puerto militar y de bodegas, pam poder realizar las ope­
raciones. 

Estos hechos ponen en evidencia pública el carác­
ter de instrumento del gobierno de Duarte en los pla­
nes de desestabilización en Centro América y agre­
sión a Nicamgua, de la Administmción Reagan. 

La entrega de la soberania e independencia políti­
ca de nuestro pais a los intereses norteameircanús es 
la expresión más grave y peligrosa de la política del 
gobierno de Duarte, no se trata solo de los nefastos cos­
tos sociales y humanos para el pueblo salvadoreño si­
no del peligro de que las tensiones que su política gene­
ra, produzcan confrontaciones armadas, generalizan­
do el conflicto a toda el área. 

3. El auge del movimiento popular 
La profunda crisis y la derrota de sucesivos planes 

contrainsurgentes impuestos por Estados Unidos al 
país, constituyen la base de las crecientes luchas de 
los distintos sectores de la población por la defensa de 
sus intereses económicos y de su mayor involucra­
miento en la construcción de una solución al conflicto 
incrementando su lucha y organización. 

Al resurgimiento y desarrollo del movimiento de 
masas en El Salvador, a partir de 1983, se suman he­
chos importantes en 1986 como la creación de una orga­
nización popular amplia y combativa; la moviliza­
ción de masas de la ciudad y el campo; huelgas que 
combinan demandas políticas y reivindicativas. La 
creciente unidad en la lucha concreta y la solidaridad 
de los trabajadores constituye un salto de calidad pro­
ducido en el movimiento popular. 

Este es un movimiento que por su amplitud, por la 
justeza de sus reivindicaciones inmediatas y de sus 
demandas patrióticas y en pro de una paz justa, se con­
figura como la legítima expresión de todo un pueblo 
contra un régimen antipopular y entreguista. 

La creación de la Unidad Nacional de Trabajado­
res Salvadoreños, UNTS, el 8 de febrero, representó 
una importante conquista de los sectores laborales y 
gremiales del pafs. 

El gobierno de Duarte ha tratado de frenar la uni­
dad creciente de los trabajadores y la amplia moviliza­
ción de las masas mediante la represión 'Y a través de 
maniobras divisionistas impulsadas por el Instituto 
Americano pam el Sindicalismo Libre. 

Las presiones sobre la UPD que culminaron con el 
retiro de una parte de esta organización de la UNTS, 
son un esfuerzo en vano por dividir al movimiento po­
pular ya que este se encuentra fuertemente unido en la 
base por las mismas reivindicaciones y por la solida­
ridad combativa. 

Al movimiento de masas de los trabajadores en la 
capital, se sumó la acción de habitantes desplazados 
por los operativos "Fénix", "Carreño", etc., contra la 
población de Guazapa, Chalatenango y la zona orien­
tal del país. Para dar a conocer su situaci6n, los des­
plazados realizaron tomas de iglesias y lugares públi­
cos, destacándose la toma de la Catedral Metropo­
litana. 

Paralelamente a la lucha de sindicatos, pequeños 
empresarios, empleados públicos, desplazados de gue­
rra, etc., han realizado una meritoria labor los Comité 
de Madres de Presos Polfticos, los cuales en reitemdas 
ocasiones han demandado amnistía para los reos polí-
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ticos. Si a esto agregamos las iniciativas de la Univer­
sidad Centroamericana, del Partido de Conciliación 
Nacional, del Partido Social Demócrata y de la Uni­
versidad Nacional, favoreciendo el debate político y la 
búsqueda de solución al conflicto, queda claro que los 
norteamericanos han fracasado en su intento de impe­
dir el desarrollo de un polo de oposición a su proyecto 
contrainsurgente. 

A raiz del terremoto del 10 de octubre, surgieron 
nuevas y urgentes demandas que el gobierno no está 
en capacidad de satisfacer, lo cual viene a acelerar a 
corto plazo la necesidad de la movilización y lucha de 
los trabajadores. 

El movimiento de masas en El Salvador durante 
1986 ha sabido enfrentar la represión y ganarse un 
espacio político propio. En defensa de los derechos más 
elementales ha sabido dar la batalla y ascender a nive­
les superiores de organización. 

En estas duras condiciones los trabajadores die­
ron pasos en flrnle y permaron los objetivos para 
hacer de 1987 un año decisivo en sus luchas. 

De ese modo la lucha por el aumento de salarios, 
contra el alto costo de la vida, por los créditos a los coo­
perativistas, por más fuentes de trabajo y por la paz 
con autodeterminación, que han movilizado a centena­
res de miles de obreros, campesinos, empleados públi­
cos, cooperativistas, maestros, hombres y mujeres, es 
no sólo la respuesta popular a la agudización de la cri­
sis sino también el elemento dinamizador de una solu­
ción patriótica en favor de las mayorlas populares. 

4. Desarrollo militar de la revolución: garantía de 
la solución patriótica 
El Plan Militar contrainsurgente en El Salvador, 

como se sabe, es determinado por el gobierno de los 
EE.UU. quien no sólo aprovisiona y asesora, sino que 
ha transformado a los militares salvadoreños en un 
instrumento directo de su política en Centro América. 

Por ello, los planes del ejército gubernamental 
constituyen la negación a la solución de los profundos 
problemas económicos y sociales que padece el país y 
que afectan a la inmensa mayorla de salvadoreños. 
Su misión es aplastar, por la vía de la fuerza, la lucha 
reivindicadora del pueblo que tiene su origen en la in­
justicia social provocada por el régimen oligárquico­
imperialista y su dictadura militar instalada hace 
más de 50 años. 

El fmcaso de dichos planes se explica en la natura­
leza de esta guerra, que es un enfrentamiento entre un 
gobierno y un ejército títere d<! los gobernantes nortea­
mericanos contm todo nuestro pueblo. 

El aumento de la capacidad y desarrollo de nues­
tras fuerzas para derrotar los planes ideados en Was­
hington' ha sido posible por la identificación de la po­
blación con el proyecto revolucionario encabezado por 
elFDR-FMLN. 

El balance militar de 1986 arroja resultados favo­
rables a la revolución. Tal lo demuestran los siguien­
tes datos. 

l. Consolidación del proceso de unificación de las 
organizaciones que conforman el FMLN. 

2. Ampliación de la actividad militar del FMLN 
en el territorio nacional, consolidando su presencia 
en nuevas zonas y aumentando sus contactos con gran­
des contingentes de masas. Ese dominio territorial y 
polftico se ha extendido en el Occidente del pais, en el 
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sur-ooste de los departamentos de La Libertad y La 
Paz, y en la periferia de las principales ciudades. 
También se han ensanchado nuestras tradicionales 
zonas de control y disputa. 

3. El ejército enemigo se propuso desgastar a las 
fuerzas revolucionarias, pero el resultado le fue adver­
so, ya que el FMLN diezmó sensiblemente sus tropas, 
haciendo uso generalizado del armamento de fabri­
cación casera tanto en los operativos realizados en las 
zonas bajo control como en los ataques en carreteras. 

4. El ejército trató de desestabilizar la profundidad 
de las zonas de control del FMLN y las zonas de dis­
puta con grandes operativos y patrullajes, pero nues­
tras fuerzas convirtieron esos operativos y patrullajes 
enemigos en la principal fuente de su desgaste. 

5. El ejército ante la incapacidad de lograr una 
victoria militar significativa readecuó su plan en el 
mes de enero concentrando sus esfuerzos en un solo 
punto; el operativo Fénix en Guazapa, combinado con 
presiones de menor envergadura y con fuerzas peque­
ñas en el resto de país. Después de 11 meses sin haber 
cumplido sus objetivos estratégicos, ha comenzado a le­
vantar dicho operativo sin poder ocultar su desaliento 
y frustración. 

6. El FMLN está aplicando diferentes tácticas, in­
cluyendo la concentración de fuerzas numerosas para 
dar golpes de mediana y gran envergadura mante­
niendo al mismo tiempo la actividad generalizada de 
guerrilla. 

Este proceso se irá desarrollando cada vez con más 
amplitud y profundidad. 

7. Las acciones militares guerrilleras durante 
1986 arrojan los siguientes resultados. 

-6,151 bajas entre muertos y heridos, incluyendo 
65 oficiales, 2 asesores norteamericanos, 2 coroneles 
heridos y 1 prisionero, así como 19 pilotos. 

-336 armas y 126,000 cartuchos requisados. 
-152 medios militares aéreos y terrestres averia-

dos y destruidos: 7 helicópteros derribados, 15 helicópte­
ros averiados, 130 vehículos terrestres destruidos. 

-Numerosas instalaciones dañadas o destruidas: 
como los cuarteles de la Tercera Brigada de Infante­
na, y del Destacamento Militar No. 3 en Santa Rosa 
de Lima, y edificios de la Cooperativa El Martillo en 
Usulután. El Poy en Chalatenango, de la base militar 
Cerro Colorado en Guazapa y la guarnición de San Es­
teban Catarina en San Vicente; 12 centros de comuni­
caciones y casas cuarteles en todo el país. 

-Desestabilización de la red nacional de energía 
con la voladura de 1,137 objetivos que incluyen sub-es­
taciones, torres y postes de alumbrado. 

-Reducción a la mínima expresión del transporte 
ferrocarrilero y dominio en más del 90% de las carre­
teras primarias y secundarias del país, durante las 7 
campañas militares de paro del transporte decretadas 
por el FMLN. Asimismo el FMLN ha obligado a los te­
rratenientes, a pagar tablas salariales más justas a 
los cortadores de café y algodón. 

8. El anuncio del Plan Unidos para Reconstruir es 
un reconocimiento del fracaso del plan contrainsur­
gente ideado al iniciarse el gobierno de Duarte. Este 
plan busca colocar a la Fuerza Armada en el centro de 
una alianza con la oligarquía, comprometer a la igle­
sia católica y delegar a Duarte un papel de fachada de 
gobierno civil. 

En conclusión, el ejército gubernamental sigue 
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sin poder ofrecer ninguna victoria militar concreta y 
contundente. Su acción se orientó a promover la despo­
blación de zonas influenciadas o bajo control del 
FMLN, acompañada de un gigantesco plan de desin­
formación, propaganda y guerra sicológica. El desgas­
te y la falta de apoyo popular lo ha obligado a sostener 
una constante campaña de reclutamiento forzoso. 

Ahora el Alto Mando de ese ejército cada vez más tí­
tere y sometido, fmca sus esperanzas y su moral en la 
posibilidad de recibir mayores medios tecnológicos 
del gobierno norteamericano. Sin embargo la tecnolo­
gía como ha sido demostrado a lo largo de esta guerra 
no es lo determinante, sino la fuerza moral y el con­
vencimiento de luchar por una causa justa y propia, 
cuestión que diferencia a nuestros combatientes de la 
tropa del ejército; no obstante, en tanto esa tropa está 
compuesta por personas que provienen de los sectores 
más explotados y empobrecidos de nuestra sociedad, 
reclutados a la fuerza para hacer una guerra que be­
neficia a sus explotadores y opresores imperialistas, 
constituyen un gran potencial revolucionario que ine­
vitablemente pasará a engrosar las filas del pueblo en 
la lucha contra el enemigo común y por una patria 
realmente libre y soberana. 

5. Posición delacomunidad internacional:respal­
do de la solución patriótica 
La comunidad internacional coincide con la ma­

yona de sectores nacionales al demandar el cese de la 
intervención imperialista en nuestro país y al pro­
mover una solución política negociada al conflicto. 

Esta posición, expresada en forma solidaria por la 
mayor parte de los pueblos del mundo, fue también ra­
tificada a los más altos niveles gubernamentales en 
la IX Reunión Cumbre de Jefes de Estado del Movi­
miento de Países No Alineados celebrada en septiem­
bre de 1986 en Harare, capital de Zimbawe. A dicha 
reunión asistió la mayor parte de jefes de estado de los 
cinco continentes. Su resolución sobre El Salvador se 
expresó en los términos siguientes: 

"Los jefes de Estado o de gobierno... expresaron 
especial preocupación por los ataques bombardeos y de­
salojos forzados que las fuerzas gubernamentales es­
tán realizando contra la población civil que vive en 
las zonas controladas por los insurgentes... expresa­
ron su preocupación porque el diálogo entre el gobier­
no y el Frente Frabundo Martí para la Liberación Na­
cional, Frente Democrático Revolucionario continúa 
interrumpido pese a ser un acuerdo entre ambas partes 
favorecido por la mayona del pueblo salvadoreño y 
haber hecho los frentes una propuesta de solución ... 
por lo que instaron al gobierno de El Salvador y al 
FMLN-FDR a reanudar inmediatamente sus conver­
saciones y continuarlas hasta lograr rescatar la sobe­
rama nacional y alcanzar la paz basada en la justicia 
que anhela el pueblo salvadoreño". 

Por su parte, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas concluida en diciembre último, reiteró la posi­
ción que ha mantenido desde 1980, en el sentido de exi­
gir la no injerencia en los asuntos internos de El Sal­
vador y de abogar por la continuación del diálogo ini­
ciado en La Palma entre FDR-FMLN y el gobierno sal­
vadoreño hasta que se logre una paz justa y duradera. 

Los pueblos y naciones de América Latina se han 
expresado en el mismo sentido y en distintas oportuni­
dades y foros. Tal es la voluntad expresada por nume-
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rosos Jefes de Estado, parlamentarios, sindicatos y 
personalidades; en Caraballeda y en las reuniones y 
declaraciones del Grupo de Contadora y del Grupo de 
Apoyo. Ultimamente, en la Conferencia de Partidos 
Democráticos de América Latina realizada en el mes 
de noviembre en Buenos Aires y en la X Conferencia 
Permanente de los Partidos Políticos de América La­
tina, COPPAL, reunida en Panamá el pasado diciem­
bre. 

Es evidente, que el sentimiento latinoamericano 
que se ha venido configurando en el continente, como 
expresión de la solidaridad de pueblos y naciones ante 
el injusto tributo que tienen que pagar a los guerre­
ristas y hegemónicos países imperialistas, se ha desa­
rrollado al reafirmar la necesidad de soluciones políti­
cas a los conflictos del área y al oponerse activamente 
a las distintas formas de intervención y agresión im­
perialista. 

En síntesis: 

6. Elfracaso de los planes de gobierno de Duarte: 
un avance decisivo hacia la conquista de la 
victoria y la paz 
La gestión del gobierno de Napoleón Duarte duran­

te 1986 ha significado un año más de entrega de la sobe­
ranía nacional al gobierno de los EE.UU.; más infla­
ción, más desempleo, más miseria, más impuestos y 
más corrupción. Un año más de guerra impuesta por 
los EE.UU. con un ejército convertido en instrumento 
de sus intereses, sostenido y conducido por ellos, gue­
rra que significa más sangre de salvadoreños y aleja­
miento de la paz. 

Esa política del gobierno demócrata cristiano ha si­
do rechazado por los diversos sectores sociales del 
país, ha sido aislada y experimenta un rotundo fraca-
so. 

En el año de 1986 se ha desarrollado la acción com­
bativa frecuente y multitudinaria de las masas traba­
jadoras de la ciudad y el campo; el pronunciamiento 
de diferentes sectores políticos populares y profesio­
nales por una solución a la crisis basada en el interés 
y conveniencia nacionales. Las fuerzas revoluciona­
rias han hecho fracasar los planes de guerra del ejér­
cito y de los EE.UU.; extendido su presencia y control 
en nuevas zonas del territorio nacional y realizado 
operaciones militares exitosas que prueban objetiva­
mente su avance y la posibilidad de victoria revolucio­
naria. 

Asimismo, el gobierno de Napoleón Duarte, se en­
cuentra profundamente debilitado, sin base social de 
apoyo y cuestionado por la mayoría de sectores del 
país. Sus contradicciones con el gran capital oligár­
quico se han reavivado al final del año, habiendo apa­
recido de nuevo la demanda de su renuncia o sustitu­
ción por la vía del golpe militar. Su desgaste interna­
cional ha crecido en la medida que se ha puesto en evi­
dencia un papel de peón en la agresión EE.UU. hacia 
Nicaragua 

1986 ha sido pues, un año de indiscutible avance en 
la lucha de la mayoría de salvadoreños por conquistar 
la paz y la libertad, que ha probado que el curso histó­
rico de revolución en que se desarrolla la guerra del 
pueblo no puede ser alterado, ni mucho menos deteni­
do. La idea del empantanamiento o equilibrio en la 
guerra ha comenzado a caer ante la fuerza de los 
hechos. 
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Dicho de otro modo, ni el poder ni los ilimitados re­
cursos de los Estados Unidos, ni el genocidio del ejér­
cito, ni la demagogia de Duarte han podido detener al 
pueblo en su lucha y éste ha reafirmado una vez más 
su decisión por construir una patria libre y soberana. 

Parte de la política de la Administración nortea­
mericana ha sido la de debilitar o dividir la alianza 
de nuestros frentes. En ese objetivo. han fracasado y, 
al contrario, el proceso unitario de los frentes ha arri­
bado a niveles superiores, expresado en la firma re­
ciente de un nuevo pacto político que reactualiza los tér­
minos de la alianza democrático-revolucionaria y 
sintetiza las experiencias obtenidas a lo largo de seis 
años en la lucha del pueblo contra la dictadura con­
trainsurgente pro-imperialista, y por el triunfo de la 
revolución, democrática, antioligárquica y antiimpe­
rialista. 

7. Perspectiva política en el año 1987 
l. Debilitamiento de Reagan 

En el inicio del año, (séptimo de sus ocho años de 
gobierno), la Administración Reagan se encuentra su­
mida en una profunda crisis política que involucra al 
propio Ronald Reagan y a sus principales asesores, y 
ocupa la atención prioritaria de los dos partidos de go­
bierno (el Demócrata y el Republicano), de las dos Cá­
maras del Congreso, de la prensa, de la opinión públi­
ca estadounidense y mundial y de sus aliados. 

Esa crisis no es sólo de credibilidad o confianza, si­
no de legitimidad y de capacidad para gobernar. Tam­
poco es de repercusiones puramente coyunturales, pues­
to que se produce en un momento en que la sucesión 
presidencial influye ya la conducta y las posiciones 
de los sectores políticos de ese país. 

En un marco más general, esa crisis se presenta 
cuando el Partido Republicano ha perdido el control so­
bre el Senado y algunos expertos norteamericanos con­
sideran que han aparecido signos que apuntan hacia 
una recesión económica y cuando los Estados Unidos 
han perdido significativamente la confianza y presti­
gio ante sus aliados occidentales. 

Ello significa que en adelante, la Administración 
-si acaso se salva del Irangate o Contragate- gober­
nará con menores espacios y, para hacerlo, deberá bus­
car compromisos con todos los factores de poder del im­
perio norteamericano, lo que redundará inevitable­
mente en revisiones parciales o totales de sus políticas 
en puntos sensibles como desarme, medio Oriente, 
Africa del Sur y, especialmente Centroamérica. 

Es previsible, en consecuencia, que la política de 
Reagan hacia Centro américa y más concretamente 
hacia Nicaragua y El Salvador, sufra presiones y com­
plicaciones en la ayuda a los mercenarios somocistas 
y al gobierno y ejército salvadoreño, lo cual podría mo­
dificar la situación regional a favor de las fuerzas de 
la paz y el progreso social. 

La incapacidad de la contra nicaragüense para lo­
grar avances en los objetivos que se propuso, las con­
tundentes derrotas inflingidas por el pueblo nicara­
güense a esas bandas mercenarias y la falta de defmi­
ción a su favor de los planes contrainsurgentes en El 
Salvador, continuará empantanando la política de la 
Administración Reagan en Centroamérica. 

En este contexto, el gobierno de Napoleón Duarte y 
el Alto Mando del ejército tendrán que afrontar el debi­
litamiento del principal sostén que les ha permitido 
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mantenerse en pie ante el embate del pueblo y ello 
vendrá a estimular la lucha de los distintos sectores 
nacionales a favor de la solución al conflicto, entre 
salvadoreños y en un marco de autodeterminación. 

2. La construcción de la solución patriótica al 
conflicto 
La guerra es un conflicto de orígenes sociales pero 

su profundización y prolongación no se deben a la vo­
luntad de los salvadoreños, sino a la del gobierno de 
los Estados Unidos que ha venido impidiendo una solu­
ción política entre salvadoreños. 

La solución política no solo reducirá los costos so­
ciales de la guerra, sino que permitiría abrir un juego 
político en el que todos los sectores del país podrán te­
ner expresión y la oportunidad de dar su aporte en la 
reconstrucción de las nuevas reglas de convivencia. 

Esa es la razón que nos llevó a elaborar la propues­
ta política publicada ellO de julio, como un aporte a la 
discusión, que ya esta abierta en el país para resolver 
el conflicto por la vía pacífica. 

Se trata como lo hemos dicho, de una propuesta que 
recoge las aspiraciones, proposiciones y puntos de vis­
ta de diversos sectores del país expresada en pronun­
ciamientos, foros y plataformas políticas. 

La búsqueda de la paz, la justicia y la democracia, 
ha significado largos años de esfuerzo y sacrificio pa­
ra la nación y para el pueblo salvadoreño. 

El balance del año que fmalizó, pone de 
manifiesto que existen las condiciones para que los 
esfuerzos que se emprendan en el año que comienza, 
sean decisivos y acerquen el fmal de la guerra y la 
culminación de los anhelos populares. 

Están perfilados los contornos y hay una concien­
cia creciente de una solución entre salvadoreños para 
poner fm al conflicto. El pueblo salvadoreño deberá es­
forzarse en construir la unidad de la nación, en lo­
grar que todas las expresiones de la lucha patriótica, 
democrática y popular conveIjan en una sola y podero­
sa vertiente en contra de la injerencia norteamerica­
na en nuestros asuntos internos. 

Existe un auge creciente de la lucha popular por 
sus reivindicaciones y en contra de la represión. 
Todos los sectores populares tendrán que llevar su 
lucha a niveles superiores de movilización y sobre 

todo de solidaridad en sus acciones combativas. La 
unidad del pueblo es una fuerza incontenible y 
decisiva en el cambio democrático y revolucionario 
que se necesita para instaurar la justicia y la 
vigencia de los derechos humanos. 

La guerra y sus repercusiones preocupa cada vez 
más a los soldados y oficiales del ejército guberna­
mental, su descontento es evidente, pero de la refle­
xión hace falta que pasen a la acción no permitiendo 
que los altos jefes militares y los corruptos funciona­
rios del gobierno, se sigan beneficiando con la guerra 
y que los imperialistas norteamericanos sigan manci­
llando la soberanía patria. El camino sólo es uno: 
unirse a la lucha de todo el pueblo por rescatar nuestro 
derecho a ser libres y construir nuestro propio destino, 
con autodeterminación e independencia. 

Las lucha política de todos los sectores nacionales 
en busca de una paz justa, conjugado con la acción 
combativa de las masas populares y la adhesión a la 
lucha por el pueblo y por la patria de los soldados cons­
cientes, unido al potencial acumulado por nuestros 
frentes, son los componentes, principales de una sali­
da patriótica a la crisis actual, hacia la cual se dirige 
la mayoría de la sociedad salvadoreña. Por ello los 
combates que se libren durante este año, de cualquier 
naturaleza, forma y escenario, adquirirán un carác­
ter decisivo, para convertir esta perspectiva en una rea­
lidad. 

En esta perspectiva prometedora, contaremos con 
el apoyo de la comunidad internacional, la cual no so­
lo reconoce la legitimidad de la lucha de nuestro pue­
blo, sino que aboga por una solución entre salvadore­
ños, en la medida que ella contribuiría a asegurar la 
paz en la región y a reforzar la paz mundial. 

Los pueblos del mundo que nos han acompañado so­
lidariamente a lo largo de estos años de guerra redo­
blarán su apoyo político y material, uniéndose en un 
abrazo fuerte internacionalista con nosotros los salva­
doreños para derrotar al imperialismo agresor y sus 
incondicionales. 

El Salvador, enero de 1987. 

Comandancia General del FMIN. 
Comité Ejecutivo del FDR. 

2. Crisis tributaria 
2.1. Cámara de Comercio e Industria de El Salvador. 

Verdades sobre la "reforma tributaria." 

El Gobierno dice: Los impuestos indirectos son pa­
gados por el pueblo y los directos por los ricos. El aporte 
de cada uno de estos impuestos a los ingresos del Esta­
do es lo que se quiere cambiar. 

Cómo clasifica el Gobierno estos impuestos? 
Directos: Sobre la renta, sobre el patrimonio, sobre 

transferencias de propiedades. 
Indirectos: Sobre el comercio exterior (exportacio­

nes: café, azúcar, otros; importaciones); sobre transac­
ciones internas, consumo de productos y uso de servi­
cios (productos alcohólicos, cigarrillos, bebidas gaseo-
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sas, derivados del petroleo, selectivo al consumo, otros 
impuestos al consumo y uso de servicios), timbres fis­
cales, demás impuestos y gravámenes sobre transac­
ciones. 

Estructura actual del aporte de 
los impuestos (según el gobierno) 

Impuestos 
Directos 
Indirectos 

...AD.t!lI 
14% 
86% 

Reforma tributaria 
25% 
75% 
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Esto significa que la participación de los im­
puestos directos (ricos) aumentará y disminuirá la 
participación de los impuestos indirectos (pueblo). 

La verdad sobre el aporte de los impuestos a los 
ingresos del Gobierno es: 

Estructura real del aporte de los impuestos 

Años 
Impuestos 1978 1979 1980 1981 1982 1983 1984 1985 
Directos 29% 24% 31 % 30% 31 % 28% 25% 23% 
Indirectos 71 % 76% 69% 70% 69% 72% 75% 77% 

Fuente: Indicadores Económicos y Sociales, Ministerio de 
Planificación, enero-diciembre 1984, y Revista del Banco Ceno 
tral de Reserva de El Salvador, abril·mayo-junio 1986. 

Como se puede observar en estos datos, hasta 1985 
no se ha dado la estructura que el Gobierno dice tienen 
los impuestos directos e indirectos, 14 y 86% respectiva­
mente. 

¿Será acaso que el resultado al fmal de 1986 refleja 
esa estructura? Si es a 1986 que se refiere al Gobierno, 
la única razón de que se dé esa estructura es el resulta­
do de la polttica del gobierno y el efecto directo del Pa­
quete No. 1. Lo más grave es que el gobierno con el 
paquete No. 2 empeorará a un más esta situación. 

La verdad es que la mayorla de medidas aproba­
das por el Gobierno tanto en el paquete No. 1 como en el 
Paquete No. 2, producen aumentos en los impuestos in­
directos (pueblo). Estas medidas son: devaluación del 
colón salvadoreño (afecta a todos los impuestos indi­
rectos), incremento precios gasolina, nueva Ley de Pa­
pel Sellado y Timbres, impuesto selectivo al consumo, 
impuesto a los ingresos del café, aumento al impuesto 
de la cerveza, aumento al impuesto de venta, distribu­
ción o consumo de licores extranjeros o nacionales, 
aumento al impuesto del aguardiente, aumento al im­
puesto del cigarrillo, impuesto adicional de emergen­
cia a las ganancias por exportación de café, aumento 
al impuesto de pasajes aéreos o marítimos. 

La verdad es que el Gobierno quiere conseguir ma­
yores ingresos cobrando más impuestos a todos los sal-

vadoreños. 
Si como dice el gobierno los impuestos indirectos 

son pagados por el pueblo ¿por qué en menos de un año 
los ha incrementado tanto? 

La verdad es que antes de los paquetes ya existía 
una estructura de impuestos directos e indirectos como 
la que ahora pretende iniciar el Gobierno mediante su 
"Reforma." 

La verdad es que el aumento de pago de impuestos 
indirectos se debe a la inflación que el Gobierno ha pro­
vocado por su gasto exagerado y por la misma aproba­
ción de los paquetes. 

La verdad es que las recaudaciones de impuestos 
directos no son tan altas como el Gobierno quisiera por­
que los ingresos de todo el pueblo salvadoreño (contri­
buyentes) ahora son menores: se produce menos de to­
do, hay menos fábricas funcionando y muchas de las 
que operan, lo hacen con pérdidas; hay menor empleo, 
menor ahorro interno y menor inversión. 

El Gobierno por la fuerza a través de los paquetes 
es el único que obtiene dinero, el único que gasta cada 
dla más y es el único al que no le cuesta ningún traba­
jo productivo conseguir ese dinero. 

La verdad es que cada vez que los ingresos de todo 
el pueblo salvadoreño disminuyen, la recaudaci6n del 
gobierno por medio de los impuestos también dismi· 
nuye y esto lo obliga a que para poder mantener su ni­
vel de gastos cada vez le quite una parte mayor de los 
ingresos a todo el pueblo. 

En conclusi6n con los paquetes, "Reforma tributa­
ria, " todo el pueblo salvadoreño pagará más impuestos 
y tendrá menos dinero para comprar los arUculos y 
servicios de primera necesidad que también por causa 
del Gobierno aumentan de precio cada dla. De seguir 
las cosas as{ llegará el dla en que este gobierno nos di­
rá: a los que todav{a les quede algo lo tienen que dar to­
do. 

Señores del gobierno: cualquier tasa de impuestos 
multiplicado por cero ingresos, da como resultado una 
recaudación de cero. 

San Salvador, 19 de enero de 1987. 

2.2. FEDECOOPADES. 
El paquetazo de impuestos es más hambre y más miseria 

La Federación de Asociaciones Cooperativas de 
Producción Agropecuaria de El Salvador de R.L. (FE­
DECOOPADES) como organización defensora de los 
intereses y derechos del Movimiento Cooperativo Agro­
pecuario, de los Trabajadores y del pueblo en general, 
considera necesario manifestar BUS puntos de vista 
sobre El Paquete de Impuestos decretado por el Go­
bierno dellng. José Napoleón Duarte. 

¿Qué es El Paquete de Impuestos? 
El Paquete decretado recientemente por el Gobier­

no Demócrata Cristiano, contempla una serie de im­
puestos. Dentro de ellos, el impuesto de "Defensa de la 
Soberanía Nacional" sobre capitales mayores de cien 
mil colones (41100,000.00), el impuesto sobre las ganan­
cias por la exportación del café y otros impuestos sobre 
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el patrimonio, sobre bebidas gaseosas y cervezas, so­
bre pasajes aéreos y marítimos, sobre venta de licores 
y cigarrillos, sobre transferencia de bienes rafces y 
sobre la renta. 

¿Por qué se impone este nuevo paquetazo? 
Este nuevo paquetazo no es más que un azote más 

para los sectores populares de nuestro pais como lo han 
sido las diferentes medidas gubernamentales como El 
Paquetazo Económico de enero de 1986, el cual dejó a 
miles y miles de salvadoreños sin trabajo, incremen­
tó los precios de los productos de primera necesidad en 
más de un cien por ciento, etc. 

Ahora, y como si las condiciones económicas y so­
ciales de la población fueran positivas, viene nue­
vamente el Gobierno y nos impone un nuevo pa-
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quetazo el cual sólo nos hundirá aún más en la mi­
seria'y la pobreza. Este nuevo paquetazo podria­
mas calificarlo como el tiro de gracia para los sal­
vadoreños. 
Para ningún salvadoreño es un secreto que la polí­
tica Pro-Estados Unidos del actual Gobierno, nos 
ha conducido a la pérdida de la soberanía nacio­
nal y a la profundización de un conflicto interno 
que sólo favorece al Gobierno de los Estados Uni­
dos. La profundización del conflicto y las políticas 
del Presidente Duarte, en consecuencia, han gene­
rado una crisis económica jamás vista en nuestra 
historia. Es en esta situación que el Gobierno De­
mócrata Cristiano en un esfuerzo desesperado por 
obtener más fondos para el mantenimiento de la 
guerra establece estos nuevos impuestos que si 
bien, aparentemente, no afectan a las grandes ma­
yorías, indirectamente es el pueblo el que en defi­
nitiva pagará dichos impuestos. Estos impuestos se 
imponen también porque al Gobierno Demócrata 
Cristano ya no le importa que nuestro país se enca­
mine aceleradamente hacia un abismo en el cual 
se hundirá y no podrá salir jamás. Estas políticas 
antipopulares sólo hacen pensar que este gobierno 
no conoce la vergüenza, la responsabilidad y la 
salvadoreñidad, pues si así fuera ya debería haber 
renunciado y dado oportunidad para que el Gobier­
no sea asumido por salvadoreños honestos, respon­
sables y capaces. 
Estas medias vienen a poner al descubierto a un 

Gobierno que cada vez más contradice con los hechos 
los que pregona con sus palabras. 

¿Cómo nos afecta el Paquete? 
El Gobierno ha pretendido hacernos creer que estos 
impuestos sólo afectarán a los empresarios y no a 
las mayorías. Los mismos Demócratas Cristianos 
saben que eso no es cierto ya que cuando se im­
ponen impuestos de este tipo, los mismos son trasla­
dados de inmediato al consumidor, eso siempre ha 
sido así y el mismo Gobierno sabe que no tiene la 
capacidad para mantener los precios inalterables. 
Por lo tanto estas medidas afectarán a toda la pobla­
ción y en especial a las grandes mayorías de esca­
sos recursos económicos: No es cierto entonces que 
el pueblo no saldrá afectado. 
Todos sabemos que los paquetes producen incre­
mento en los precios de los artículos de consumo po­
pular. Aún antes de que entraran en vigencia las 
medidas económicas, muchos artículos de consu­
mo popular ya han experimentado un alza inmode­
rada en su valor. ¿Cómo es posible que hoy vengan 
y nos digan que no habrá aumento en el costo de la 
vida? Otro de los efectos del Paquete será un desem-

pleo más grande por cierre de fuentes de trabajo y 
recortes de personal. Para la población afectada 
por el terremoto del 10 de octubre en San Salvador 
la situación será mucho más grave. Muchos de to­
dos estos pobladores no tienen trabajo y tienen que 
enfrentarse a la aguda crisis económica que vivi­
mos actualmente. Para los trabajadores del agro, 
los impuestos generarán impactos negativos, ya 
que habrá muchas restricciones para la obtención 
de créditos para producción; habrá más escasez de 
granos básicos y por consecuencia aumentará el 
desempleo, la miseria, la desnutrición y la mendi­
cidad. 

¿Qué proponemos? 
Por las graves consecuencias que tienen las medi­

das impuestas sobre la población de escasos recursos 
económicos y por ser estas medidas impuestas sobre la 
población de escasos recursos económicos y por ser 
estas medidas impopulares que no contribuyen en na­
da a resolver los problemas sino a agravarlos, es de 
mucha urgencia que el pueblo y sus organizaciones 
formemos una amplia unidad nacional a fm de cons­
tituir una fuerza capaz de impedir la aplicación de me­
didas antipopulares como éstas. 

Consideramos que la crisis actual de nuestro país 
no se solucionará con nuevos impuestos, con recluta­
miento forzoso y con represión; al contrario, estos as­
pectos afectan más la crisis. En consecuencia, la solu­
ción del conllicto interno y de la crisis económica y 
social sólo es posible por medios civilizados y medidas 
económicas y sociales justas y humanas, como éstas: 
- Poniendo fm la injerencia de Estados Unidos so­

bre nuestro país. 
Poniendo en práctica una Reforma Agraria que 
afecte las propiedades mayores de 100 hectánreas. 
Poniendo fm a las capturas ilegales y liberando a 
todas aquellas personas que por motivos sindi­
cales, gremiales o políticos se encuentran presos. 
Estableciendo fuentes de trabajo que den empleo a 
todos los desocupados y pagándoles salarios acor­
des al alto costo de la vida. 
Proporcionando vivienda digna a los pobladores 
damnificados por el terremoto del! O de octubre. 
Reestructurando el actual Gobierno por un Gobier­
no verdaderamente Democrático y Patriótico en el 
que participen todas las fuerzas vivas del país. 

¡No a la implementación de los nuevos 
impuestos sobre la población! 

Federación de Asociaciones Cooperativas de 
Producción Agropecuaria de El Salvador de R.L. 

San Salvador, 10 de enero de 1987. 

2.3. AGEPYM. Comunicado 

Consciente de su responsabüidad como organiza· 
ción representativa de los trabajadores estatales, que 
con su esfuerzo y sacrifICio contribuyen a dinamizar 
la actividad econ6mica y especlficamente el aparato 
gubernamental, y ante las reformas a las Leyes tribu­
tarias que se han emitido últimamente y como un de­
ber ineludible, hace los siguiente s planteamientos: 

• 152 

1. Que está totalmente de acuerdo en que el sistema 
tributario, sea conforme a la capacidad económica de 
los contribuyentes, pero a la vez exige al gobierno que 
adopte las medidas e instrumentos de control estrictos 
y efectivos para que los impuestos aplicados a los co­
merciantes e industriales no sean trasladados, bajo 
ningún concepto, a las grandes mayorías de la pobla­
ción . 
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2. Que siendo el conflicto armado el principal obs­
táculo para que cualquier medida tributaria contri­
buya a mejorar las condiciones de vida de la pobla­
ción, el gobierno de la República deberá preocuparse 
por buscar una solución a una guerra que el pueblo re­
chaza y que absorbe la mayor parte de fondos recau­
dados en concepto de impuestos, pues de lo contrario ca­
da vez se buscarán mecanismos para hacer llegar nue­
vos recursos, deteriorándose aún más la economía de 
la población. 

3. Definitivamente la economía del país está tan 
golpeada que cada vez se vuelve más dificil la super -
vivencia de la clase trabajadora y pueblo en general; 
por lo tanto, considera que al eliminar de la tabla de 
impuesto sobre la Renta las deducciones por gastos mé­
dicos, de escolaridad y seguro de vida, se atenta contra 
dos de los principales deberes del Estado, como son el 
de asegurar la educación y la salud del pueblo salvado­
reño. 

4. Que al eliminar dichas deducciones el gobierno 
está peIjudicando a la población, haciendo más difícil 
el acceso a tales servicios, lo cual se agrava para el ser-

vidor estatal, que inclusive carece de la cobertura de 
un seguro social y que aunque las deducciones anterio­
res no eran suficientes, constituían un pequeño palia­
tivo para la maltrecha economía de los trabajadores. 
No obstante reconocer que las reformas tributarias fa­
vorecen a cierta cantidad de trabajadores, creemos 
que era factible hacerlo con todos, pues los asalariados 
(lógicamente exceptuando a las autoridades superio­
res de Instituciones de Gobierno y Empresa privada) 
vivimos haciendo milagros para satisfacer en lo posi­
ble nuestros presupuestos familiares, y cualquier 
disminución en los ingresos, por pequeña que sea, in­
crementa o agudiza nuestro problema. 

5. Que apelando al criterio de democracia real, 
nuestra Asociación se ofrece para trabajar con los re­
presentantes gubernamentales correspondientes, a 
fin de que a la brevedad posible se rectifique sobre las 
medidas pezjuidiciales para los asalariados. 

Unidadysuperación. 
Junta directiva. 

2.4. José Antonio Rodríguez Porth. Demanda de inconstitucionalidad 
de la ley de impuesto para la defensa de la soberanía nacional 

Honorable Sala de lo Constitucional de la Corte Su­
prema de Justicia: 

Yo, José Alejandro Antonio Rodrtguez Porth, cono­
cido por José Antonio Rodrfguez Porth, mayor de edad, 
Abogado de este domicilio, actuando en mi calidad de 
ciudadano salvadoreño por nacimiento, vengo ante 
Vos con el debido respeto, a interponer demanda de in­
constitucionalidad del Decreto Legislativo No. 481, de 
fecha dos de octubre del año en curso, por el cual se pro­
mulgó la "Ley del impuesto para la defensa de la sobe­
Tanta nacional. " 

Con la orden de "Publíquese" firmada por el Ing. 
José Napoleón Duarte, Presidente de la República y el 
Lic. Luis Eduardo Meléndez Flores, viceministro de 
Hacienda y Encargado del Despacho, la ley aparece 
publicada en el Diario Oficial No. 183, Tomo No. 293, 
correspondiente al 3 del indicado mes de octubre, cir­
cunstancia que, de conformidad con lo dispuesto en su 
Art. 8,la hizo entrar en vigencia en esa misma fecha. 

Dicha ley contraría disposiciones fundamentales 
de nuestra Constitución, motivo por el cual, y seguido 
que sea el procedimiento de ley, hará procedente que la 
Honorable Sala de lo Constitucional de la Corte Supre­
ma de Justicia, en sentencia definitiva, declare la in­
constitucionalidad demandada, sentencia que será 
obligatoria de un modo general, para los órganos del 
Estado, para sus funcionarios y autoridades y para to­
da persona natural o jurídica. 

Razones en que _ fundamenta la presente demanda 
Obseruacwn preliminar. Nuestro ordenamiento 

constitucional incorpora entre sus disposiciones nor­
mativas, la doctrina de la división y separación de los 
Poderes del Estado. Es así como se encuentran en el 
Art. 86 Const., los siguientes principios: a)- los ór-
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ganas fundamentales del Gobierno son el Legislativo, 
el Ejecutivo yel Judicial; b)- el poder público, que ema­
na del pueblo, será ejercido independientemente por 
los indicadores órganos del Gobierno, dentro de las 
respectivas atribuciones y competencias que la Consti­
tución y demás leyes establecen; y c)- que las atribucio­
nes de los órganos del Gobierno son indelegables, pero 
éstos colaborarán entre sí en el ejercicio de las funcio­
nes públicas. 

Dentro de las atribuciones y competencias que co­
rresponden a cada uno de los órganos anteriormente 
indicados, es atribución propia y exclusiva del Orga­
no Judicial, ejercer la delicada e importantísima 
función del control constitucional. En otras palabras, 
es el órgano llamado a velar por la constitucionalidad 
en la vida política, jurídica, social y económica del 
país. Lo anterior se encuentra desarrollado en los 
artículos de nuestra Carta Magna que enumeraré a 
continuación. 

Marco juridiro del proceso que se inicia. Según el 
Art. 172 Const., la Corte Suprema de Justicia, las Cá­
maras de Segunda Instancia y los demás tribunales 
que establezcan las leyes secundarias, integran el Or­
gano Judicial, al cual corresponde exclusivamente la 
potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en ma­
terias constitucional, civil, penal, mercantil, laboral, 
agraria y de lo contencioso-administrativo. 

En forma altamente significativa, destaca este 
mismo artículo que los Magistrados y Jueces, en lo re­
ferente al ejercicio de la función jurisdiccional, son 
independientes y estarán someti.d06 exclusivamente a 
la Constitucwn y a las leyes. 

A su vez, el Art. 174 dispone que la Corte Suprema 
de Justicia tendrá una Sala de lo Constitucional, a la 
cual corresponderá conocer y resolver las demandas 
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de inconstitucionalidad de las leyes, decretos y regla­
mentos, los procesos de amparo, el habeas corpus y las 
controversias entre el Organo Legislativo y el Organo 
Ejecutivo a que se refiere el Art.138. 

Valga decir que los procesos de amparo y el habeas 
corpus son instituciones mediante las cuales el Estado 
tutela e impide la violación de los derechos que la 
ConstituciÓn otorga a las personas. En cuanto a las 
controversias indicadas en el párrafo anterior, ocu­
rren cuando en el proceso de formación de la ley, se 
suscitan discrepancias entre el Organo Legislativo y 
el Organo Ejecutivo, al considerar éste que el proyecto 
aprobado por la Asamblea Legislativa es inconstitucio­
nal. Esa discrepancia es resuelta por la Corte Supre­
ma, al decidir si el proyecto es constitucional o no. 

El Art. 183 ratifica y amplía las anteriores disposi­
ciones, señalando que la Corte Suprema de Justicia por 
medio de la Sala de lo Constitucional será el único 
tribunal competente para declarar la inconstitucio­
nalidad de las leyes , decretos y reglamentos, en su for­
ma y contenido, de un modo general y obligatorio, y 
podrá hacerlo a petición de cualquier ciudadano. 

De lo expuesto se desprenden tres consideraciones 
fundamentales, a saber: a)- que una ley puede ser in­
constitucional por su forma. Por ejemplo, cuando en 
su proceso formativo, no se han seguido los trámites 
que la Constitución señala para la formación, promul­
gación y vigencia de la ley, o dichos trámites han sido 
adulterados o violados por los funcionarios que inter­
vienen en el procedimiento. Para el caso, puede citar­
se el proceso de inconstitucinalidad seguido en rela­
ción a la Ley Electoral, aprobada por la Asamblea Le­
gislativa mediante Decreto No. 276, emitido el cinco 
de diciembre de mil novecientos ochenta y cuatro, ve­
tado parcialmente y mandado a publicar por el Presi­
dente de la República, suprimiendo del texto original 
ciertas disposiciones que consideró inconvenientes. 
El caso fue resuelto por esa Honorable Sala de lo Cons­
titucional, mediante sentencia definitiva de fecha sie­
te de febrero de mil novecientos ochenta y cinco;b)­
que una ley puede ser inconstitucional por su 
contenido, esto, es, cuando sus disposiciones se oponen 
o violan expresas disposiciones del texto constitucio­
nal, o violan alguno de los principios o valores jurídi­
cos que la Constitución adopta y preserva como basa­
mentos filosófico-jurídicos que sostienen la organi­
zación y funcionamiento de nuestra república. Pue­
den citarse, como ejemplos de tales principios y valo­
res fundamentales, la libertad, la igualdad, la jus­
ticia, la equidad, la seguridad jurídica, la cultura, el 
bien común y otros más, que en forma expresa o táci­
ca, informan la estructura de El Salvador como país 
libre, soberano y democrático; y c)- que la declarato­
ria de constitucionalidad o inconstitucional dad de 
una ley, hecha por la Sala de lo Constitucional, se for­
mula de un modo general y obligatorio. Esto significa, 
como con toda claridad y precisión lo expresara esa 
Honorable Sala en su sentencia en el CaBO de la Ley 
Electoral, que "declarada por la Sala la inconstitu­
cionalidad de una ley, nadie puede estimarla válida, 
y si la considera constitucional, nadie puede negarse 
a acatarla." Con todo respeto me permito reproducir 
ese pensamiento, que en forma sencilla, pero muy 
adecuada, explica el sentido teleológico de la expre­
sión "de un modo general y obligatorio," que utiliza el 
Art.183 Consto 
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Premisas de esta demanda. Los "considerandos" 
de una ley, por lo común, constituyen un cuadro indi­
cativo de la mente del legislador en cuanto a la razón 
de ser de la norma que se promulga, de su propósito o fi­
nalidad, de sus notas características y de los demás 
elementos que puedan contribuir a su mejor entendi­
miento dentro del conjunto de la normatividad legal 
de la república. En síntesis, vienen a definir las bases 
o fundamentos de la ley de que se trate. 

La lectura de los cinco "Considerandos" de la Ley 
objeto de la presente demanda, permite llegar a la ela­
boración del siguiente cuadro, explicativo de las prin­
cipales notas que la caracterizan y definen. Ellas 
son: 

1.- Que el Presupuesto General de la Nación pre­
senta graves desequilibrios originados fundamental­
mente por la acción subversiva y terrorista que sopor­
ta el país. 

I1.- Que la defensa de las instituciones demo­
cráticas y la preservación del orden constitucional 
que sostiene la Fuerza Armada, demanda recursos 
\que exceden de las previsiones oportunamente decreta­
das para el Presupuesto General. 

I11.- Que es urgente disponer de los medios 
financieros que se requieren para defender el estado 
de derecJw y la soberanta del pats. 

IV.- Que para satisfacer tan imperiosas necesi­
dades, no es conveniente recurrir a más endeuda­
miento público. 

V.- Que ante tales circunstancias, solamente es 
posible exigir mayores contribuciones a aquellos secto­
res dotados de mayor capacidad contributiva. 

En virtud de las anteriores razones, la Asamblea 
Legislativa, contando en este caso únicamente con el 
voto decisorio de los treinta y tres Diputados que inte­
gran la fracción del Partido Demócrata Cristiano, y a 
iniciativa del Presidente de la República, por medio 
del Ministro de Hacienda, decretó la que se titula "Ley 
del .~mpuesto para la defensa de la sobranta nacio­
nal. 

En la lectura detenida de las anteriores razones 
aparentemente justificativas, ahondando además en 
sus alcances y propósitos, empieza a perfilarse una 
maniobra indebida para obtener mayores recursos fi­
nancieros de ciertos contribuyentes. Tal maniobra es 
ilícita, porque se adopta intencionalmente un proce­
dimiento impositivo contrario y violatorio al que, para 
casos como el planteado por el Organo Legislativo, 
prescribe en forma clara y terminante nuestra Consti­
tución. Tal argucia violatoria es la que forzosamente 
lleva a la conclusión de que el Decreto Legislativo No. 
481 es inconstitucional. 

Pero la inconstitucionalidad de la "Ley del im­
puesto para la defensa de la soberanta nacional" no 
se agota en lo anteriormente expuesto. Esa incons­
titucionalidad se completa y define con mayor clari­
dad, al analizar la parte dispositiva de la Ley, es de­
cir, lo que se regula y manda en sus diversos Ar­
tículos, en los cuales hay también violaciones a la 
Constitución. 

Objeto de la Ley impugnada. La ley se decretó 
creando un impuesto de emergencia, de naturaleza 
transitoria, para la defensa de la soberanta nacional. 
Así reza el Art. 1 del Decreto No. 481, sobre el cual de­
ben recaer dos observaciones importantes, que se 
desprenden de lo dispuesto en el Art. 224 de la Cons-
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titución Política. 
En primer lugar, se crea un impuesto con un fin es­

pecífico y preciso: destinar los ingresos que de él pro­
vengan, a la defensa que de la soberanÚl nacional 
hace la Fuerza Armada. Al respecto, debe conside­
rarse si la heroica lucha que realiza la Fuerza Arma­
da es ciertamente en "defensa de la soberanía nacio­
nal," como dice el texto legal, o es en el cumplimiento 
de otros deberes constitucionales, no menos importan­
tes. 

La soberanía es el poder de mando de un Estado 
que al ser libre e independiente, no está sujeto a poder 
foráneo alguno. La soberanía es al Estado, lo que la 
voluntad al ser humano, dotado de libertad para deci­
dir sus propios actos, su propia conducta. Es por ello 
que nueBtra Carta Magna reafirma la libertad e inde­
pendencia de nuestro país, prescribiendo en el Art. 83 
Const., la norma que dice: "El Salvador es un Estado 
soberano. La soberanía reside en el pueblo, que la ejer­
ce en la forma prescrita y dentro de los límites de esta 
Constitución." 

La soberanía, así entendida, estaría amenazada 
si El Salvador fuera víctima, para el caso, de una gue­
rra de agresión o de conquista, orientada a someter o 
dominar a nuestra república, sujetándola a la volun­
tad de poderes extraños. La intervención de la Fuerza 
Armada, ante tal eventualidad, sería el cumplimiento 
ineludible de un deber, según se indica en el Art. 211 
Const., que prescribe: "La Fuerza Armada está insti­
tuida para defender la soberanía del Estado y la inte­
gridad de su territorio." 

¿Pero acaso El Salvador sufre una guerra de agre­
sión o de conquista, realizada por fuerzas militares de 
otros Estados? Evidentemente ello no es así, ya que la 
lucha sostenida por nuestra Fuerza Armada es de otro 
carácter, de otra naturaleza; fundamentalmente con­
tra connacionales que, en todo caso, cuentan con la co­
laboración y ayuda humana, moral, económica y mili­
tar de fuerzas o poderes extrados. 

La misma Ley que se comenta, alude a los graves 
desequilibrios del Presupuesto General de la Nación, 
causados por '1a acción subversiva y terrorista" que 
soporta el país. Por otra parte, el señor Presidente de la 
República, Ing. José Napoleón Duarte, en sus frecuen­
tes llamamientos de paz a los subversivos y terroris­
tas, los califica con el simple apelativo de "alzados en 
arm.as." 

Lo anterior pone en evidencia, por lo tanto, que el 
título de la ley falsea y distorsiona intencionalmente 
la naturaleza de la lucha -no por ello menos dolorosa 
para el pueblo salvadoreño- que sostiene la Fuerza 
Armada, en el cumplimiento de otros deberes consti­
tucionales que no se refieren a la defensa de la sobe­
ranía nacional. 

Estas observaciones pudieran parecer no atinentes 
al caso de inconstitucionalidad planteado. Sin embar­
go, sí lo son, ya que mediante un subterfugio concep­
tual, se encierra el propósito de allanar el camino pa­
ra implantar una medida impositiva que contraría 
las normas constitucionales. 

En segundo lugar, es pertinente observar que la 
"Ley del impuesto para la defensa de la soberanla na· 
cional" crea como se ha dicho, un nuevo gravamen 
fiscal, cuyos ingresos quedan afectos en forma pre­
cisa y categ6rica a una finalidad: la defensa de la 
soberanía nacional. Es curioso y notorio, por otra par-
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te, que en todo el texto de esa ley, no aparezca alguna 
disposición que tienda al desarrollo o al efectivo cum­
plimiento de esa finalidad tan concreta. 

Esto último es explicable, porque ni los autores del 
proyecto de esa ley, indudablemente funcionarios del 
Organo Ejecutivo, ni los Diputados que en mayoría lo 
aprobaron, pudieron eludir lo dispuesto en el Art. 224 
Const., que prácticamente prohíbe la creación de im­
puestos con afectación a fines específicos. 

El texto del Art. 224 es claro y su sentido evidente, 
al decir: "Todos los ingresos de la Hacienda Pública 
formarán un solo fondo que estará afecto de manera 
general a las necesidadeB y obligaciones del Estado." 
y en su inciso segundo determina las excepciones a 
ese principio general, prescribiendo: "La ley podrá, 
sin embargo, afectar determinados ingresos al ser­
vicio de la deuda pública. Los donativos podrán asi­
mismo, ser afectados para los fines que indique el do­
nante." 

El propósito del legislador constituyente, de elimi­
nar el sistema de impuestos con afectación específica, 
que además de ser engorroso dificulta por otra parte el 
manejo y destinación de los fondos públicos, aparece 
debidamente cumplido con el Art. 224, al adoptar el 
sistema de "caja única." Sin embargo, en forma limi­
tada admite las dos excepciones señaladas: cuando se 
trate del servicio de la deuda pública, y en los donati­
vos que se reciban, para cumplir fmes específicos se­
nalados por el donante. Por lo tanto, el Decreto Legis­
lativo No. 481, creador de la "Ley del Impuesto para la 
defensa de la soberanla nacional," destino que reite­
ra en su Art. 1 es inconstitucional por contravenir la 
norma del Art. 224 Consto 

Violación al Art. 131 ordinal 60. de la Constitu­
ción. Prescribe esta norma constitucional, que a la 
Asamblea Legislativa le corresponde decretar impues­
tos, tasas y demás constituciones sobre toda clase de 
bienes, servicios e ingresos en relaci6n equitativa; y 
en caso de invasión, guerra letalmente declarada o 
calamidad pública, decretar impuestos forzosos en la 
misma relación, si no bastaran las rentas públicas 
ordinarias. 

Esta disposición contiene una novedad importan­
tísima: la expresa elevación a principio constitucio­
nal, del principio de la equidad, regla de carácter ético 
para mejorar la convivencia social y las relaciones 
entre las personas y el Estado. 

Por tanto, la equidad debe ser norma de obligatorio 
cumplimiento en todos los casos en que la Asamblea 
Legislativa decrete impuestos, tasas y contribuciones 
sobre toda clase de bienes, servicios e ingresos, o decre­
te impuestos forzosos en los casos que ello sea proceden­
te. 

Las contradicciones entre la nueva Ley impugna­
da, que se dice de emergencia y transitoria, y la equi­
dad que debe inspirar la estructura de los impuestos 
que se decreten, son varias y muy señaladas. 

En primer lugar, no es ético que la masa de los bie­
nes que posea un contribuyente, que hasta ahora ha es­
tado sujeto al pago del Impuesto de la Vialidad Serie 
"A," y que ya verificó el pago correspondiente al capi­
tal poseído al 31 de diciembre de 1985, ahora pague un 
segundo impuesto por la misma causa, pero con una 
tabla impositiva muchísimo más fuerte. 

En segundo término, no es ético que el impuesto se 
calcule a cada contribuyente, aplicando las nuevas y 
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gravosas tablas al monto de su base impositiva deter­
minada al 31 de diciembre de 1985. Muchos de esos 
bienes que a esa fecha constituian su capital, pueda ser 
que ahora ya no existan, o ya no sean de su propiedad, 
o están gravemente deteriorados, o no le produzcan 
beneficio alguno, como el caso de propiedades en ma­
nos del ISTA o de empresas intervenidas por el Estado 
o sus Instituciones Autónomas, en vías de estatiza­
ción. 

Finalmente, no es ético que el impuesto a pagar, de­
terminado de oficio por la Dirección General de Con­
tribuciones Directas mediante la emisión del manda­
miento de ingreso respectivo, sea irrecurrible. Tan ar­
bitraria monstruosidad es primera vez que aparece 
consignada en una ley de la República. 

Todas estas violaciones al Art. 131 ordinal 60. de 
la Constitución, aparecen plasmadas en los Arts. 2, 3, 
4 Y 5 de la "Ley del impuesto para la defensa de la so­
beranla nacional. " 

Violación a los Arios. 1, 2 y 3 de la Constitución. 
Prescribe el Art. 1 que el Estado salvadoreño está 
organizado para la consecución de diversos fmes, 
entre ellos la justicia y la seguridad jur(dica. El Art. 
2, que sigue la misma inspiración que anima la 
"Declaración Universal de los Derechos Humanos," 
prescribe a su vez que toda persona tiene un conjunto 
de derechos, entre ellos el derecho a la seguridad, y a 
ser protegida en la conservación y defensa de los mis­
mos. El Art. 3 incorpora a la normatividad constitu­
cional el principio de la igualdad de las personas ante 
la ley. 

Estas tres disposiciones constitucionales son vul­
neradas por el tantas veces citado Decreto No. 481, por 
cuanto con sus regulaciones atenta contra la justicia, 
contra la seguridad jur(dica y contra el principio fun­
damental de la igualdad ante la ley. 

Lo procedente no era crear un nuevo impuesto, sino 
decretar un empréstito forzoso, siempre en relación 
equitativa. En los "Considerando s" de la ley impug­
nada, se habla de los graves desequilibrios que pre­
senta el Presupuesto General de la Nación; de los ur­
gentes recursos que demanda la defensa de la sobera­
nía nacional, que exceden de las previsiones oportu­
namente decretadas para el Presupuesto General; y de 
que para satisfacer tan imperiosas necesidades, no es 
conveniente recurrir a más endeudamiento público. 

Inexplicable resulta que los Organos Ejecutivo y 
Legislativo recurran a semejantes argumentos para 
justificar la ley cuya constitucionalidad ahora se im­
pugna. 

Para resolver la situación planteada en tales "Con­
siderandos," los Organos Ejecutivo y Legislativo te­
man a la mano la única vía constitucional legítima: 
el empréstito forzoso, que la Constitución permite de­
cretar al Organo Legislativo, cuando en casos de gue­
rra, invasión o calamidad pública, no bastaren las 
rentas públicas ordinarias (Art. 131 ordinal 60.). 

Este concepto se repite como una facultad de Con­
sejo de Ministros, de autorizar la erogación de sumas 
que no hayan sido incluidas en el Presu puesto, a fin 
de satisfacer necesidades provenientes de guerra, de 
calamidad pública o de grave perturbación del orden, 
cuando la Asamblea Legislativa no estuviere reunida 
(Art. 167 ordinal 40.). 

Al no haber procedido así, es decir, siguiendo la 
vía correcta que la Constitución prescribe, pero optan-
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do por un procedimiento incorrecto, conforme el cual 
se ha querido burlar el precepto constitucional, se ha 
incurrido en otra flagrante violación que hace tacha­
ble por inconstitucional el Decreto Legislativo No. 
481. 

Petición 
Honorable Sala de lo Constitucional: 
Como nunca antes se había visto en nuestra histo­

ria, matizada por los frecuentes abusos gubernamenta­
les; cuando aún puede considerarse como muy recien­
te la promulgación de la Constitución que nos rige, en 
vigencia desde el veinte de diciembre de mil novecien­
tos ochenta y tres, se está dando ahora el fenómeno 
muy curioso, pero preocupante en sumo grado, de la 
creciente violación por las altas autoridades ejecu­
tivas y legislativas del país, no sólo de las leyes se­
cundarias, que parecen ya no tener importancia, sino 
de las normas constitucionales, primarias dentro de 
nuestro ordenamiento legal. 

Todos estos fenómenos evidencian la crisis profun­
da dEl un Estado de Derecho en proceso de descom­
posición, en donde más pesan los intereses y las ape­
tencias, que las leyes y demás normas de conducta. 

Remediar esta situación peligrosa es atribución 
propia y exclusiva del Organo Judicial el cual por de­
signación de nuestra Carta Magna, está en manos de 
un gremio profesional, el gremio nuestro, el de los 
Abogados de la República. 

Por ello, cumpliendo con un deber que creo me co­
rresponde en mi calidad de ciudadano salvadoreño, 
interpongo ante Vos, con el mayor respeto, demanda de 
inconstitucionalidad del Decreto Legislativo No. 481 
de fecha dos de octubre de este año publicado en el 
Diaro Olicial No. 183, Tomo No. 293, correspondiente 
al tres del mismo mes de octubre, por el cual se pro­
mulgó la "Ley del impuesto para la defensa de la sobe­
ran(a nacional." Baso esta demanda en las razones 
expuestas a lo largo del presente escrito, y en las per­
tinentes disposiciones de la "Ley de procedimientos 
constitucionales. " 

Para comprobar mi calidad de ciudadano salvado­
reño presento: a) la certificación de mi partida de naci­
miento, extendida el once de julio de mil novecientos 
ochenta y cinco por el licenciado José Roberto Baraho­
na Nolasco, Jefe del Registro Civil de la Alcaldía Mu­
nicipal de esta ciudad; y b) mi Cédula de Identidad 
Personal, No. 1-1-158438, extendida también por la an­
tedicha Alcaldía Municipal. 

Presento tales documentos orginales y en fotocopia 
para que, previa confrontación, se agreguen las copias 
y se me devuelvan los originales. 

Atenta y respetuosamente pido: 
1) Que admitáis la presente demanda; 
2) Que le deis el trámite de ley, pidiendo el corres­

pondiente informe a la Honorable Asamblea Legisla­
tiva, autoridad que recientemente promulgó el Decreto 
Legislativo No. 481, que ahora impugno: 

3) Que de la demanda e informe se corra el trasla­
do de ley al señor Fiscal General de la República, para 
que la conteste en el más breve plazo que se le señale; 

4) Que agotado el trámite que señala la Ley de Pro­
cedimientos Constitucionales, pronunciéis sentencia 
defmitiva, declarando inconstitucional, el Decreto Le­
gislativo No. 481, que contiene la "Ley del impuesto 
para la defensa de la soberanla nacional." 
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5) Que una vez pronunciada la sentencia, se le dé 
cumplimiento a lo dispuesto en los Artos. 10 y 11 de la 
Ley de Procedimientos Constitucionales. 

Señalo para oír notificaciones, mi oficina situada 

en la Cámara de Comercio e Industria de El Salvador, 
9a. Avenida Norte y 5a. Calle Poniente de esta ciudad. 

San Salvador, quince de diciembre de mil nove­
cientos ochenta y seis. 

3. Crisis poli tica 
3.1. Demanda de inconstitucionalidad presentada 

por los partidos de oposición representados en la asamblea legislativa 

Honorable Sala de lo Constitucional de la Corte Su· 
prema de Justicia: 

Yo, René Fortín Magaña, mayor de edad, Aboga­
do, de este domicilio, actuando en mi carácter de ciuda­
dano salvadoreño, vengo ante vos a presentar deman­
da de inconstitucionalidad del Decreto número qui­
nientos sesenta y cuatro emitido por la Asamblea Le­
gislativa con fecha veintitrés de diciembre de mil no­
vecientos ochenta y seis, sancionado en esa misma fe­
cha por el Presidente de la República, y publicado en el 
Diario Oficial número doscientos cuarenta y uno, To­
mo doscientos noventa y tres, de fecha veinticuatro de 
diciembre de mil novecientos ochenta y seis. 

El mencionado Decreto, que reforma la Ley Elec­
toral vigente, constituye una flagrante violación a las 
disposiciones constitucionales contenidas en los ar­
ticulos 208 y 209 de la Constitución, por las razones que 
a continuación expreso: 

1 
En el Capítulo nI del Título TI de la Constitución 

denominado "los ciudadanos, sus derechos y deberes 
políticos y el Cuerpo electoral" se desarrolla extensa­
mente y con especial cuidado uno de los derechos y ga­
rantías fundamentales de la persona, como es el ejer­
cicio del sufragio, institución política básica en la or­
ganización democrática del Estado salvadoreño. 

En el mencionado capítulo se establece que el ejer­
cicio del sufragio es un derecho y un deber de los ciuda­
danos (Arts. 72 No. 1 y 73 No. 1); que "el cuerpo elec­
toral está formado por todos los ciudadanos capaces de 
emitir voto" (Art. 76); que "el voto será libre, directo, 
igualitario y secreto" (Art. 78); y, como una sanción 
específica ante la gravedad de la infracción, se esta­
blece asimismo que perderán los derechos de ciuda­
dano "los funcionarios, las autoridades y los agentes 
de éstas que coarten la libertad de sufragio" (Art. 75 
No. 5). Aún más: con el objeto de adoptar las mayores 
precauciones para el ejercicio de un derecho y un de­
ber de tan vitales consecuencias sociales y políticas, el 
Art. 77 ordena que "para el ejercicio del sufragio es 
condición indispensable estar inscrito en el Registro 
Electoral, elaborado en forma autónoma por el Con­
sejo Central de Elecciones, distinto a cualquier otro re­
gistro público." 

Como puede advertirse, y sin duda por conocer el le­
gislador constituyente no sólo las graves deficiencias 
que históricamente se han producido en materia elec­
toral sino la enorme trascendencia de la institución 
del sufragio en la vida del Estado, la Constitución 
vigente se ha esmerado en revestir a dicha institución 
de las máximas garantías posibles, con el objeto 
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de lograr por todos los medios a su alcance que sea la 
auténtica voluntad popular el soporte indiscutible de 
las actuaciones de los funcionarios de su elección. 

n 
Dentro de ese objetivo tan explícito, de proteger y ro­

dear de garantías la institución del sufragio, la Cons­
titución vigente introdujo importantes innovaciones 
en materia electoral, innovaciones que traducen el 
evidente propósito del legislador constituyente de for­
talecer las garantias existentes hasta entonces, con el 
objeto de provocar en el cuerpo electoral, es decir en to­
dos los ciudadanos salvadoreños capaces de emitir vo­
to, la confianza necesaria para la buena marcha de 
los procesos electorales. 

En tal sentido, el Art. 208 de la Constitución expre­
sa: "El Consejo Central de Elecciones estará formado 
por tres miembros elegidos por la Asamblea Legislati­
va, de cada una de las ternas propuestas por los tres 
partidos políticos o coaliciones legales que hayan obte­
nido mayor número de votos en la última elección pre­
sidencial. Habrá tres miembros suplentes elegidos en 
la misma forma. El Presidente será el del partido ma­
yoritario. Durarán cinco años en sus funciones. Si 
por cualquier circunstancia no se propusiere alguna 
terna, la Asamblea Legislativa hará la respectiva 
eleeción sin ella." 

Por su parte, el Art. 209 dice: "La ley establecerá 
los organismos necesarios para la recepción, recuento 
y fiscalización de votos y demás actividades concer­
nientes al ejercicio del sufragio. El Consejo Central 
de Elecciones será la autoridad suprema en esta mate­
ria, sin peJjuicio de los recursos que establezca esta 
Constitución, por violación de la misma. Los partidos 
políticos contendientes tendrán derecho de vigilancia 
sobre el proceso electoral." 

La innovación histórica de la Constitución de 1983 
en materia electoral, según el tenor literal de las dispo­
siciones transcritas, consiste en la forma de integrar 
el más alto Tribunal en dicha materia, con repre­
sentantes de los tres partidos pol1ticos o coaliciones le­
gales que hayan obtenido mayor número de votos en la 
última elección presidencial. 

Frescos están aún en la memoria y en el cono­
cimiento de todos los ciudadanos salvadorei'l.os, los mo­
tivos, las razones y los fundamentos que se adujeron, 
en amplio y sostenido debate por parte de los diputados 
constituyentes, para lograr el acuerdo mayoritario 
que finalmente hizo posible la redacción que se plas­
mó en el Art. 208 de la Constitución. Teniendo muy 
presentes todas las fallas y anomalías del pasado en 
materia tan delicada, los constituyentes no encontra­
ron mejor manera de control que el de establecer un 
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mecanismo que dejara en manos de los partidos mayo­
ritarios la autoridad suprema en materia electoral, a 
sabiendas de que ellos serían los mejores garantes, vi­
gilantes y fiscalizadores de los futuros procesos elec­
torales. Además, a partir del veinte de diciembre de 
mil novecientos ochenta y tres, fecha de vigencia de la 
nueva Constitución, todos los partidos políticos conten­
dientes tienen derecho de vigilancia sobre el proceso 
electoral. 

Pero aquel mecanismo tan esmeradamente bus­
cado ~n medio de un clima de intensa agitación po­
lítica- sólo es posible que funcione y garantice el pro­
ceso electoral, Honorable Sala, preservando la actua­
ción pluralista de los partidos que integran el Consejo, 
en todos los órdenes, dentro del más estricto apego a 
las reglas democráticas. De lo contrario, el sistema se 
derrumba, no funciona, y más bien puede producir 
efectos contrarios a los que precisamente se quisieron 
evitar. 

ID 
En armonía con la disposición constitucional 

transcrita y con los propósitos del legislador constitu­
yente de dejar en manos del Consejo integrado por re­
presentantes de los tres partidos mayoritarios todas 
aquellas atribuciones cuyo ejercicio está íntimamente 
unido al sentido de imparicalidad que debe caracteri­
zar sus actuaciones, la Ley Electoral vigente, decreta­
da a inciativa de numerosos diputados de todos los par­
tidos poltticos representados en la Asamblea, estable­
ció en el numeral 18 del artículo 20, lo siguiente: "Son 
atribuciones del Consejo: 18) Nombrar, trasladar o 
sustituir el personal que estime conveniente conforme 
a sus funciones, conocer de sus permisos, conceder 
licencias, aceptar renuncias al personal y aplicarles 
sanciones de acuerdo con la ley." 

Por su parte, el Art. 21 de la misma Ley, señaló las 
facultades del Presidente del Consejo en esta forma: 
"El Presidente tendrá las facultades siguientes: 1) 
Convocar al Consejo para la celebración de sesiones 
ordinarias y extraordinarias en la forma prescrita 
por la ley; 2) Presidir las sesiones que celebre el Con­
sejo y dirigir los debates; 3) Dirigir las actividades ad­
ministrativas que 1W estén especialmente reservadas 
al Consejo; 4) Velar por que se mantenga el orden y 
disciplina del personal; 5) Velar por que se cumplan 
los acuerdos y disposiciones emanados del Consejo; 6) 
Solicitar el auxilio de la Fuerza Armada para mante­
ner el orden público durante el desarrollo del proceso 
electoral; 7) Ejercer la representación legal del Conse­
jo de conformidad a lo establecido en su propio regla­
mento; dicha representación podrá delegarla en cual­
quier otro de los Miembros Propietarios; pudiendo ade­
más, previa autorización del Consejo, otorgar los pode­
res que estime necesarios; 8) Llevar la sustanciación 
de los expedientes respectivos; 9) Las demás atribucio­
nes que le confiere la ley." 

Las disposiciones transcritas desarrollaban a ca­
balidad los artículos 208 y 209 de la Constitución y res­
pondían con propiedad a los propósitos del constitu­
yente de dejar en manos del Consejo Central de Elec­
ciones, organismo colegiado, integrado por los tres 
partidos políticos mayoritarios, las facultades de ma­
yor relevancia y cuyo ejercicio pudiera comprometer 
la imparcialidad de sus decisiones y actuaciones. 
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IV 
Sin embargo, con fecha veintitrés de diciembre de 

mil novecientos ochenta y seis, a iniciativa de varios 
diputados pertenecientes exclusivamente al Partido 
Dem6crata Cristiano, fue emitido el Decreto Legisla­
tivo número 564 que contiene las reformas a que me 
vengo refiriendo. En dicho Decreto, por decisión unüa­
teral del Partido de gobierno, se cambian enteramente 
las disposiciones legales contenidas en la Ley electo­
ral y se le otorgan al Presidente del Consejo, quien es 
miembro del Partido de Gobierno, las facultades que 
antes correspondían al Consejo en pleno, dejando en 
sus manos atribuciones exorbitantes que desnaturali­
zan completamente el texto y el sentido de la Consti­
tución Política, en lo que constituye una flagrante 
violación de la misma. 

En efecto, el mencionado Decreto que consta en 
tres artículos, suprime, por una parte, el numeral 18 
del artículo 20 de la Ley Electoral que otorgaba al Con­
sejo en pleno las atribuciones arriba indicadas; conce­
de al Presidente, sin ninguna limitación, la represen­
tación legal del Consejo al suprimir la frase "de con­
formidad a lo establecido en su propio reglamento;" y 
atribuye también al Presidente las facultades que an­
tes correspondían al Consejo, contenidas en el nume­
ral 18 mencionado, es decir la facultad de "nombrar, 
trasladar o sustituir el personal que estime convenien­
te conforme a sus funciones, conocer de sus permisos, 
conceder licencias, aceptar renuncias al personal y 
aplicarles sanciones de acuerdo con la Ley. " 

V 
¿Cuáles fueron los fundamentos invocados por la 

Asamblea Legislativa para introducir semejantes re­
formas que sorpresivamente pusieron todo el poder del 
Consejo Central de Elecciones en manos de su Presi­
dente? 

Ninguno. 
O el equivalente a ninguno, a juzgar por la pobreza 

de los razonamientos contenidos en los Consideran­
dos del mencionado Decreto. En dichos Consideran­
dos dice la Asamblea lo siguiente: 1) Que "las 
facultades del Presidente del Consejo Central de Elec­
ciones no están acordes a la verdadera función que en 
razón de su cargo debería estar investido;" y 2) Que 
con el objeto de hacer funcional (sic) las actividades 
administrativas de la referida Institución, es necesa­
rio otorgarle al Presidente las legítimas funciones ad­
ministrativas que como superior jerárquico deben co­
rresponderle al cOnductor (sic) de un organismo Autó­
nomo." 

Eso es todo. Esa es la razonada justificación que 
hace la Asamblea Legislativa para decretar unas re­
formas tan manifiestamente inconstitucionales; re­
formas que ponen en peligro la vida institucional del 
país. 

VI 
Las razones invocadas por la Asamblea Legislati­

va en los mencionados considerandos no resisten el 
menor análisis. 

Ciertamente, el Art. 208 de la Constitución estable­
ce que el miembro representante del Partido mayorita­
rio será el Presidente del Consejo Central de Eleccio­
nes. Nadie diacute ni podría discutir algo que está 
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expresamente preceptuado por la Constitución. Pero de 
eso a concederle sin ninguna limitación la representa­
ción legal del Organismo colegiado, y otorgarle todas 
las facultades administrativas que corresponden al 
propio Consejo hay ciertamente una enorme distancia 
que se traduce en una evidente transgresión a las nor­
mas constitucionales. 

La Constitución no le otorga esas facultades totales 
al Presidente del Consejo y por lógica y realidad, lo 
único que se da al partido mayoritario, es la Presiden­
cia del Consejo, pero de ninguna manera la absoluta 
autoridad dentro del mismo, porque en ese caso ningu­
na representación ni intervención tendrían los otros 
partidos que unidos, ostentan más representación que 
uno solo. En ninguna parte el Art. 208 concede tama­
ñas atribuciones administrativas al Presidente del 
Consejo violando el principio democrático de mayoría 
que la Asamblea ejerce a cada momento, por la sen­
cilla razón de que toda su concepción jurídica gira en 
tomo a la idea de que esas atribuciones corresponden 
al Consejo en pleno. 

Si la Constitución hubiera estimado que el partido 
mayoritario en las elecciones fuera el rector del proce­
so electoral, otra hubiera sido la redacción del Art. 
208; pero no puede la Asamblea Legislativa, por sí y 
ante sí, violar la Constitución, cuyas disposiciones pre­
valecen sobre cualquier ley secundaria de conformi­
dad al Art. 246. 

Cuando la Constitución ha tenido un criterio dife­
rente, por ejemplo en el caso del señor Presidente de la 
Honorable Corte Suprema de Justicia, o en el del Pre­
sidente de la Corte de Cuentas de la República, lo ha 
expresado en una forma enteramente diferente, que 
da base para que sus facultades puedan regularse en 
la ley secundaria. 

Así, el Art. 173 inciso primero de la Constitución 
deja a la determinación de la ley secundaria el núme­
ro de magistrados que compondrá la Corte Suprema de 
Justicia; y al expresar que serán elegidos por la Asam­
blea Legislativa y que uno de ellos será el Presidente 
del Organo Judicial debe tenerse presente que el inci­
so segundo del Art. 172 establece a su vez, que "la orga­
nización y funcionamumto del Organo Judicial serán 
determinados por la ley." 

Por su parte, el Art. 196 inciso segundo establece 
que "la Cámara de Segunda Instancia de la Corte de 
Cuentas estará formada por el Presidente de la Corte y 
dos Magistrados, cuyo número podrá ser aumentado 
por la ley." Y en el inciso último del mismo artículo 
expresa que "una ley especial regulará el funciona­
miento, jurisdicción, competencia y régimen admi­
nistratil.lo de la Corte de Cuentas y Cámaras de la mis-
ma." 

Como puede apreciarse por la simple lectura de las 
anteriores disposiciones, y para desvanecer, cual­
quier similitud que se pretendiera insinuar, el régi­
men constitucional para ambos organismos es muy 
distinto al que corresponde al Consejo Central de Elec­
ciones, no sólo por la posible variabilidad del número 
de sus componentes y por la integración eminentemen­
te partidaria de los mismos, sino por la posibilidad 
legal de establecer para aquéllos el régimen adminis­
trativo que la ley secundaria determine. 

Nada de eso es posible en el caso del Consejo Cen­
tral de Elecéiones, cuyo número, composición y régi­
men administrativo está inflexiblemente determina-
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do por la propia Constitución. No pueden ser más de 
tres sus miembros; ni pertenecer a partidos o coalicio­
nes legales que no sean mayoritarias; y su régimen 
administrativo no puede en ningún momento vulne­
rar el sistema de recíproca vigilancia y fiscalización 
que garantiza la actuación conjunta de sus miembros 
y que sirvió de fundamento al Art. 208 de la Consti­
tución. 

¿Cuáles son los límites constitucionales que tiene 
el legislador secundario en el caso del Consejo Cen­
tral de Elecciones? Los que establece el Art. 209 arriba 
transcrito especialmente en la parte que dice: "La ley 
establecerá los organismos necesarios para la recep­
ción, recuento y fiscalización de l.Iotos y demás actil.li­
dades concernientes al ejercicio del sufragio. " Es 
decir, que a diferencia de las posibilidades legales se­
ñaladas en los casos de la Corte Suprema de Justicia y 
la Corte de cuentas, la Constitución no le concedió 
facultad alguna al legislador secundario para' que de­
terminara conforme su propio criterio las atribucio­
nes administrativas del Consejo, sin ajustarse al cri­
terio constitucional, y menos para que arbitrariamen­
te se las concediera a su Presidente, sino que las dejó 
plasmadas como una atribución colegiada. 

VII 
Cabe ahora considerar las razones por las cuales 

la Constitución estableció un régimen especial para el 
Consejo Central de Elecciones atribuyéndose a dicho 
Organismo en pleno las funciones administrativas 
de mayor importancia. 

A) La primera la hemos expresado ya extensamen­
te a lo largo de esta demanda, pero no está demás que 
la expongamos de nuevo: la Constitución atribuye 
esas facultades al Consejo en pleno para garantizar a 
través de la actuación conjunta de los consejales 
miembros de los partidos mayoritarios la imparciali­
dad de las decisiones y actuaciones del máximo Orga­
nismo electoral. 

B) El ejercicio de la Presidencia del Consejo es per­
fectamente posible sin que le estén reservadas a su ti­
tular todas las facultades administrativas, como lo de­
muestra la redacción orginal del Art. 21 de la ley re­
formada, que contiene las atribuciones mencionadas 
en el numeral 111 de esta demanda. 

C) Las reglas de interpretación nos indican que 
las palabras de la Ley -Presidencia del Consejo, en 
este caso- se entenderán en su sentido natural y ob­
vio, según el uso general de las mismas palabras, y 
nada nos autoriza a darle a dicha voz una connotación 
mayor que la que naturalmente le corresponde. 

D) Finalmente, suponer que las facultades admi­
nistrativas, en la forma que le han sido concedidas al 
Presidente del Consejo, no tendrán consecuencias polí­
ticas sería -en contra del más elemental sentido jurí­
dieo- de una ingenuidad gigantesca. Todos sabemos 
que con el pretexto de "nombrar, trasladar o sustituir 
al personal que estime conveniente conforme a sus 
funciones -como dicen las reformas-- y conocer de 
sus permisos, conceder licencias, aceptar renuncias 
al personal y aplicarle sanciones de acuerdo con la 
ley" se le está otorgando al Presidente del Consejo un 
poder de tal manera absoluto y omnfmodo que nadie 
en BU sano juicio pudiera sostener que semejantes re­
formas son inocentes o inocuas y que no tienen más 
propósito que el de "hacer funcional (sic) las activi-
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dades administrativas de la referida institución." 
En rigor de verdad podríamos aceptar que tales re­

formas son ciertamente funcionales, pero funcionales 
para manipular las elecciones, para ejercitar el frau­
de y la imposici6n,. para producción de resultados 
amañados, para la desnaturalizaci6n, en fin, de la 
Institución del sufragio, piedra angular del sistema 
democrático de gobierno establecido por la Constitu­
ci6n. 

vm 
Dado que según el Art. 1 de la Ley respectiva, el Re­

gistro electoral es una dependencia del Consejo Cen­
tral de elecciones, su organización y funcionamiento 
se verá gravemente afectado por las decisiones uniper­
sonales del Presidente del Consejo, poniendo en peli­
gro lo que constituye una de las más grandes aspira­
ciones del pueblo salvadoreño y otra conquista de nues­
tro ordenamiento constit~cional. El Registro Electo­
ral es de máxima importancia, pues es la base para el 
proceso electoral que tendrá que realizarse en el tiem­
po señalado por la Com~titución y demás leyes para 
elegir a los funcionarios que indica la Carta Magna, 
y en la actualidad corre el inmiente peligro de verse 
gravemente entorpecido en su normal funcionamien­
to debido precisamente a las sorpresivas reformas in­
troducidas a la Ley electoral. 

IX 
No escapará al ilustrado criterio de la Honorable 

Sala que con las reformas efectuadas a la Ley elec­
toral, con las cuales se otorgan al Presidente del Con­
sejo todas las facultades administrativas, práctica­
mente se está dejando en manos del Partido de Go­
bierno la suerte de todo el pueblo salvadoreño en mate­
ria tan importante como es la materia electoral, con­
trariando el precepto constitucional según el cual "Lo. 
existencia de un partido único oficial es incompatible 
con el sistema democrático y con la forma de gobierno 
establecidos en esta constituci6n. " (Art. 85 Const.). 

Con las reformas efectuadas se establece en el Or­
ganismo más importante, el básico de toda la estructu­
ra política nacional, una dictadura del partido de go­
bierno que hace desaparecer todo lo que la Constitu­
ción ordena sobre el régimen republicano democrático 
y representastivo que debe existir en nuestro país. 

X 
Son tan graves, por último, las reformas introdu­

cidas a la Ley electoral, alteran tanto el orden constitu­
cional por la transgresión de las normas relativas a 
la forma de gobierno y al sistema político establecidos 
por la Constitución en nuestro país, y son tantas las re-

percusiones políticas y sociales que han provocado en 
la ciudadanía salvadoreña, que vuestra sentencia, 
Honorable Sala, tendrá la virtud no sólo de restablecer 
el orden constitucional conculcado sino la de devolver 
al pueblo salvadoreño su confianza en el sufragio li­
bre, institución sin la cual no es posible la construc­
ción de la democracia. 

Petición 
Con base en todo lo expuesto, Honorable Sala, y an­

te la evidente violación de los Arts. 208 Y 209 de la 
Constitución Política, a Vos respetuosamente pido: 

1. Se me tenga por parte en mi caráter de ciudada-
no. 

2. Se admita la presente demanda. 
3. Se pida a la Asamblea Legislativa el informe de 

ley. 
4. Se corra traslado al Fiscal General de la Repú­

blica. 
5. Se pronuncie sentencia defmitiva declarando la 

inconstitucionalidad del Decreto Legislativo número 
quinientos sesenta y cuatro, emitido por la Asamblea 
Legislativa con fecha veintitrés de diciembre de mil 
novecientos ochenta y seis, sancionado en esa misma 
fecha por el Presidente de la República, y publicado en 
el Diario Oficial número doscientos cuarenta y uno, 
tomo doscientos noventa y tres, de fecha veinticuatro 
de diciembre de mil novecientos ochenta y seis, que 
contiene reformas a la Ley Electoral vigente. 

Soy René Fortín Magaña, de las generales expre­
sadas, y fundamento la presente demanda en el Art. 
183 de la Constitución Política, y en el Art. 6 Y siguien­
tes de la Ley de Procedimientos Constitucionales. 

Acompaño con la presente demanda para que se a­
gregue, fotocopia fidedigna y legalizada de la certifi­
cación de mi partida de nacimiento con la cual com­
pruebo mi calidad de ciudadano salvadoreño, y mi Cé­
dula de Identidad Personal para que se tenga a la vis­
ta. 

Señalo para oír notificaciones, mi Bufete de Abo­
gado situado en la Sexta Décima Calle Poniente núme­
ro dos mil doscientos siete y cuarenta y una Avenida 
Sur, de esta ciudad. 

San Salvador, veintiséis de febrero de mil nove­
cientos ochenta y siete. Enmendado: el-vale. Entre lí­
neas: te. Vale. 

Alianza Republicana Nacionalista 
"A.R.EN'A" 

Partido de conciliación Nacional 
''P.CN.'' 

Partido Autentico Institucional Salvadoreño 
''PAlSA'' 

4. Laborales 
4.1. La UNTS cumple un año de vida, un año de constante lucha 

l. Introducción 
Hace un año nuestro pueblo pudo presenciar el na­

cimiento de la más significativa fuerza laboral y so­
cial que haya existido en los anales de la historia sal­
vadoreña. El movimiento Sindical había venido ensa-

.180 

yando desde 1983 formas de lucha, de organización y 
de movilización venciendo los graves obstáculos que 
el gobierno de turno le había tendido a lo largo de su ca­
minar. Es el8 de febrero de 1986 en que se logra cons­
tituir la Unidad Nacional de los Trabajadores Salva-
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doreños UN.T.S., asumiendo el reto que planteaba a 
las clases populares la política del gobierno llamada 
Plan de Reactivación y Estabilización. Pues el plan 
golpeó de manera profunda el sistema salarial y el po­
der adquisitivo de las amplias masas populares. La 
UNTS se formó con las más variadas fuerzas sociales 
gremiales, recogiendo un amplio pensamiento sobre 
la realidad social y política de nuestro país. 

n. Objetivos que persigue la UNTS en el año 1986 
A. Luchar por la plena vigencia de la Soberanía 

Nacional exigiendo que los problemas sean resueltos 
por los salvadoreños, y que los E.U. saquen las manos 
de la política interna y externa de El Salvador por con­
siderar que es la Administración Reagan la que fo­
menta, fmancia y determina el agravamiento y conti­
nuación del conflicto político militar. 

B. Luchar por la erradicación de la guerra a través 
de un proceso auténtico de diálogo y negociación, exi­
giendo la participación de todas las fuerzas políticas, 
sociales, económicas, determinantes de la historia na­
cional, en un gobierno de convergencia y Unidad Na­
cional que promueva el desarrollo económico social, 
propicie la amplia participación del pueblo en la solu­
ción de la grave crisis nacional, rescate la Soberanía 
Nacional y la Autodeterminación del pueblo a escoger 
la vía socio-política que más le aviene en la conduc­
ción del destino del país e instaure un estado que vele 
por el respeto a los Derechos Humanos y fortalezca la 
sociedad civil. 

C. Luchar por defender los intereses económicos y 
sociales de las mayorías populares, especialmente de 
la clase trabajadora urbana y rural, exigiendo: 

-Aumento general de salarios. 
-Congelamiento de los precios de los artículos de 

la canasta básica popular. 
-Rebaja del precio de los insumos agrícolas al pre­

cio del año 1985. 
-Rebaja en el porcentaje de los intereses de los cré­

ditos para la producción. 
-Brindar vivienda, educación y salud pública pa­

ra todo el pueblo. 
-Fortalecimiento de la pequeña y mediana empre­

sa. 
-Realización de una verdadera reforma agraria 

repartiendo la tierra al campesinado a partir de las 
propiedades mayores de 100 hectáreas. 

-Respeto a los Derechos Humanos y libertad de or­
ganización Sindical, libertad a reos políticos y sindi­
cales, alto a los bombardeos de las áreas rurales y al 
desplazamiento de la población civil. 

D. Propiciar la organización y unidad de todas las 
clases mayoritarias: Campesinos, obreros, emplea­
dos, profesionales, religiosos, pequeña y mediana em­
presa. De manera que sea esta instancia el punto de 
apoyo para que en nuestro país pueda desarrollarse un 
proceso de justicia, democracia real y Soberanía Na­
cional que nos lleve a la construcción de un nuevo 
orden económico social y político. 

m. Logros de UNTS 
En su corto año de lucha la UNTS ha logrado lo si­

guiente: 
a) Ha logrado unificar y organizar al pueblo y a 

los trabajadores especialmente, logrando la más am­
plia movilización de los sectores populares como nun-
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ca se vio en los últimos 6 años; propiciando que los di­
ferentes sectores emitan el pensamiento de manera 
pluralista contribuyendo con los esfuerzos de encon­
trar una terminación de la guerra mediante el diálo­
go y la negociación. 

b) Ha logrado romper el cerco ideológico y jurídi­
co que el gobierno ha tendido al pueblo, permitiendo 
que nuestras demandas y anhelos de justicia sean co­
nocidos a nivel nacional e internacional. 

c) Ha logrado un aumento de salario de 100 colo­
nes para los empleados públicos. 

d) Aumentos salariales para los trabajadores de 
SICAFE, EL DORADO, CIRCA, SIGEBAN, LA MA­
RRANDA, LA CHACARA. 

e) El campesinado ha logrado que el IRA pague me­
jores precios por los cereales. 

O También se logró la libertad de importantes diri­
gentes sindicales y gremiales, así como de numerosos 
compañeros de base. 

g) En cuanto a lucha gremial e ideológica la 
UNTS ha celebrado importantes eventos: Dos foros de 
gran trascendencia para la vida civil y política del 
país. 

Se han realizado 6 grandes marchas en las cuales 
se han movilizado hasta 100,000 compañeros, se reali­
zaron 3 Asambleas nacionales de los trabajadores en 
donde hemos s3lido fortalecidos por el nivel de identi­
dad alcanzados, se ha realizado una gran campaña 
publicitaria la cual ha permitido denunciar toda clase 
de injusticia social cometida por el gobierno y las cla­
ses poderosas contra nuestros agremiados y concien­
tizar a los trabajadores y el pueblo sobre la situación 
de explotación económica, la persecución política y el 
estado de franco deterioro del sistema de vida de las 
grandes mayorías populares. 

h) La UNTS en su corto año de vida mantiene rela­
ciones de amistad con importantes organizaciones e 
instituciones con las cuales hemos realizado impor­
tantes tareas en pro de la defensa de los intereses del 
pueblo y en busca del agotamiento de la guerra a tra­
vés de la adopción por parte de la sociedad de un pro­
yecto político que incorpore en forma real a los sec­
tores protagónicos del desarrollo del país. 

A nivel internacional la UNTS cuenta con el apo­
yo solidario de organizaciones humanitarias, gremia­
les y políticas en Sur América, México, EE.UU., Cana-

dá y Europa, quienes nos han brindado su ayuda en la 
defensa de los Derechos Humanos violados en nues­
tras bases sociales, también nos han brindado su ayu­
da fmanciera para que la UNTS pueda realizar las ta­
reas y programas hasta hoy realizados. 

Marco BOcio-económico en que UNTS le ha tocado 
actuar. 

A. Situación socio-económica en el país. El deterio­
ro socio-económico que el gobierno demócrata cristia­
no ha sometido al país ha sido acelerado y abrupto ori­
ginando de manera especial de la política dictada por 
la Administración Reagan cuya fmalidad es favore­
cer a las clases pudientes en detrimento de nivel de 
subsistencia de las mayorías populares, logrando que 
los ricos sean más ricos y los pobres sean cada día 
más miserables. Asimismo fortalecer la estrategia 
global contrainsurgente a través de la profundización 
y ampliación de la guerra. 
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Estas medidas han traído al país los siguientes pro­
blemas: 

-Inflación: Es el más grave de los males socio­
económicos ya que ha encarecido los insumas agríco­
las hasta ell 00%. 

-Subió el precio del combustible. 
-Las medicinas subieron hasta un 300%. 
-Los intereses de los créditos subieron en un 76%. 
-El azúcar subió de precio en un 60%. 
-El colón ha sido devaluado por ia crisis a \10.16 

centavos en relación a su valor del año 1979. 
Desempleo: el desempleo subió a un 65%, agravan­

do la situación de vida sobre todo de las mayorías popu­
lares. 

Deuda Externa: para continuar fmanciando la 
guerra y su inmensa maquinaria burocrática el go­
bierno ha continuado endeudando al país en forma 
acelerada, este año el tamaño de la deuda es de 
13,000,000,000.00 trece mil millones de colones, aumen­
tando en forma vertiginosa los gastos en concepto de 
costos fmancieros de la deuda con lo cual el país se em­
pobrece más y se aleja día a día de la recuperación 
económica y social de las grandes mayorías. Lo peor 
del caso es que el país ya no tiene capacidad de un 
endeudamiento, esto lo está colocando en el concierto 
internacional como un país mendigo, aumentando el 
nivel de sometimiento a EE.UU. 

Deterioro Político del Gobierno: El gobierno demó­
crata cristiano ha llevado al país a un deterioro econó­
mico, social y político jamás visto en nuestra historia 
Patria. 

Por su política antes mencionada de: 
-Profundización de la guerra. 
-Instalación de medidas tributarias contra el pue-

blo para obtener fondos para la guerra. 
-Por su endeudamiento externo aumentando el ni­

vel de sometimiento a EE.UU. 
-Por someter al país a una peligrosa espiral infla­

cionaria hundiendo a la economía general del país en 
una franca bancarrota. 

-Por encaminar al país a una guerra insoluble 
que está terminando de destruir la economía del país 
y está condenando a la muerte a millares de salvado­
reños, aumentando también los desplazados y refugia­
dos que pasan de 1,500.000. 

Por lo anterior, el gobierno demócrata cristiano ha 
sido adversado por la empresa privada y por los traba­
jadores organizados. 

Los empresarios y los trabajadores convergen de 
que la política del gobierno es totalmente destructora 
para la economía del país, no convergiendo en cuanto 
a la necesidad de una solución política al conflicto, 
sin embargo, tanto los empresarios como los trabajado­
res, por motivos diversos hemos pedido la renuncia 
del Presidente Duarte. 

Los trabajadores hemos pedido la formación de un 
nuevo gobierno con todas las fuerzas socio-económi­
cas del país como único camino para rescatar la Sobe­
ranía Nacional, la autodeterminación del pueblo para 
inaugurar en el país un estado de justicia social, demo­
cracia y desarrollo social. 

Grandes tareas de la UNTS 
-La tarea primordial en esta etapa histórica de 

nuestro país es unificar a las fuerzas laborales y socia­
les para que el pueblo pueda constituirse en gestor e im-
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pulsar un proceso de soluciones de los graves poble­
mas estructurales que tienen al país hundido en una 
crisis económica profunda y una guerra que amenaza 
destruir totalmente al país. 

-Otra tarea no menos importante es defender y re­
presentar a los trabajadores en su lucha pOI· obtener la 
nivelación salarial y su garantía de que puede defen­
der sus intereses mediante el libre ejercicio de la sin­
dicalización, promoviendo la elevación del nivel de 
vida de las mayorías populares. 

-Luchar para que el gobierno y el FMLN-FDR lo­
gren comprometerse ante el pueblo y ante la comuni­
dad internacional en un proceso de diálogo y negocia­
ción, erradicando la guerra que nos destruye. 

-Exigir al gobierno una política de desarrollo so­
cial y económico para el campesinado, poniendo en 
práctica la 11 fase de la Reforma Agraria, perdón de la 
deuda agraria, crédito amplio, ágil y a bajo interés, 
una política de comercialización justa de la produc­
ción agropecuaria. 

-Luchar por conquistar la Soberanía Nacional y 
la Autodeterminación del pueblo para que sea éste 
quien conduzca a nuestro país a la construcción de un 
estado libre. 

-Velar por la vigencia de los Derechos Humanos 
sobretodo: 

a) El libre ejercicio de la organización sindical y 
gremial, garantizando la defensa de los amplios inte­
reses de los trabajadores en el ámbito económico, so­
cial, politico y cultural. 

b) Poner alto a la violación de los Derechos Jurídi­
cos de la persona humana dando amnistía general a 
los reos políticos y derogando el Decreto 60 y no im­
plantando el Estado de Sitio. 

c) Exigir alto a los bombardeos a la población rural 
y el desplazamiento de la población. 

d) Exigir que el gobierno deje de difamar y 
agredir ideológicamente al pueblo mediante el 
Ministerio de Comunicaciones. 

e) Exigir que el Instituto Americano para el Desa­
rrollo del Sindicalismo Libre IADSL abandone el 
país, por su práctica de dividir a las organizaciones po­
pulares en provecho del proyecto intervencionista del 
Sr. RonaldReagan. 

llamado a la unidad 
El foro público que UNTS desarrolló este día 8 de fe­

brero y contó con la participación de: UCA, UES, PSD, 
CO-MADRES, FEUS, CDHS, CRIPDES, CONAFER, 
Comités de damnificados y todas las organizaciones 
de la UNTS, condujo a los siguientes planteamientos: 

1. Derogación de los paquetes Económicos por con­
siderar que sólo sirven para aumentar el hambre y la 
miseria del pueblo y para fmanciar la guerra. 

2. Que se le busque una solución a la deuda exter­
na, porque nos encadenamos a la miseria y nos vuel­
ve un país sometido a los EE.UU. 

3. La continuación de la 11 fase de la Reforma 
Agraria y el Perdón de la deuda agraria, para garan­
tizar el buen desarrollo de las clases campesinas. 

4. Que se dé un aumento general de salarios de 300 
colones para los trabajadores de la ciudad y 15 colones 
diarios para los trabajadores rurales y que se ejerza 
un control efectivo sobre el precio de los artículos de 
consumo diario. 

5. Que el gobierno de E.U. deje de intervenir poli-
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tica y militarmente en nuestro país, que deje \ de man­
dar más ayuda militar y que saque del país a todo fun­
cionario interventor de los EE.UU. en nuestro país. 

6. Que se respete la autonomía del pueblo salvado­
reño para que se aboque a construir la forma de gobier­
no y estado que le conviene a nuestro país para salir 
del conflicto en que se encuentra. 

7. Aprobación del presupuesto de la Universidad 
Nacional para que funcione de manera amplia. 

8. Que se permita a los desplazados regresar a su 
lugar de origen para rehacer su vida y su patrimonio. 

9. Que cesen los operativos militares y los bombar­
deos porque provocan más muertes y más desplaza­
dos. 

10" Rescatar la Soberanía Nacional entregada por 
el gobierno D.C. 

11. Derogatoria de todos aquellos decretos y leyes 
que basan su contenido en la continuación de la gue­
rra y la permanente violación de los Derechos Huma­
nos: 

--Servicio Militar obligatorio. 
-Decreto 50. 
-No reinstalo del Estado de Sitio y total cumpli-

miento de las garantías constitucionales. 
12. Enjuiciamiento de los directores materiales e 

intelectuales de la campaña represiva contra el pueblo 
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en los últimos 7 años, el desmantelamiento de los cuar­
tos de tortura en los cuarteles y cuerpos de seguridad. 

13. La solución de la grave crisis nacional me­
diante la formación de un gobierno de convergencia y 
Unidad Nacional en el que participen: Los traba­
jadores, mediano y grandes empresarios, los sectores 
religiosos, las Universidades y todo el resto de fuerzas 
determinantes del conflicto político militar, el cual 
nos lleve a la superación de nuestro conflicto tomando 
en cuenta la Justicia, la paz y la Soberanía Nacional. 

14. Trabajar por la unidad de todo,s los sectores so­
ciales económicos para que constituidos en un gran 
pueblo unido echemos al mar toda intervención extran­
jera y toda fuerza que nos oprime y nos encadene a la 
miseria, a la represión, a la marginación y a la muer­
te. 

¡¡¡Viva el primer aniversario de la UN.T.S.!!! 
¡¡¡Vivan los trabajadores: campesinos 

cooperativistas, obreros, empleados salvadoreños!!! 
"Por la solidaridad, la democracia y la soberanía 

nacional. U.N.T.S." 

San Salvador, 10 de febrero de 1987. 
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